Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley que establece un nuevo Código Procesal Penal. (boletín Nº 1630-07-3)

"Honorable Cámara:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en tercer trámite constitucional, sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del Presidente de la República.

I. ANTECEDENTES.

1. Envío a la Comisión.

La decisión de enviar este proyecto en informe a esta Comisión fue adoptada por la Corporación en su sesión 17ª ordinaria, del 18 de julio de 2000.1

2. Contenido reglamentario de este informe.

De acuerdo con lo preceptuado en el artículo 119 del Reglamento, en su informe la Comisión debe pronunciarse sobre el alcance de las modificaciones introducidas por el Senado, que fluye de su análisis comparativo con el proyecto aprobado por la Cámara y de los diversos antecedentes que conforman la historia fidedigna de su establecimiento. 

Además, si la Comisión lo estimare conveniente, su informe debe contener una recomendación sobre la aprobación o el rechazo de las enmiendas propuestas. 

Forma parte de este informe el texto comparado elaborado por la Secretaría de la Comisión entre las disposiciones aprobadas por la Cámara de Diputados y el Senado.

3. Quórum de votación.

Se hace constar que no existen en el proyecto normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado, por lo que sólo se requiere de quórum simple para adoptar los acuerdos en orden a aprobar o rechazar las adiciones o enmiendas propuestas por el honorable Senado.

4. Personas invitadas.

Durante el estudio de esta iniciativa legal en este trámite reglamentario, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez; del ex Jefe de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal y actual asesor, don Rafael Blanco, y de los asesores Raúl Tavolari y Cristián Riego.

5. Idea matriz o fundamental del proyecto.

Cabe recordar que la idea matriz o fundamental del proyecto es la aprobación de un nuevo Código Procesal Penal, con la finalidad primordial de reemplazar el sistema inquisitivo vigente en el cual el órgano judicial asume las funciones investigadoras, acusadoras y juzgadoras, por uno de perfil acusatorio, en el cual se atribuyen a sujetos diferentes la instrucción y el juzgamiento.

II. RESUMEN DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN.

Vuestra Comisión, atendida la envergadura del proyecto en informe, acordó encomendar su estudio a una Subcomisión integrada por los diputados Juan Bustos Ramírez, Sergio Elgueta Barrientos y Pía Guzmán Mena, quienes se reunieron con el ministro de Justicia y sus asesores en tres extensas reuniones de trabajo, lo que le permitió formular una propuesta concreta con las adiciones o enmiendas que deberían ser rechazadas.

Esa proposición fue estudiada por la Comisión, en sesión informal, verificada el día 11 de julio de 2000, con asistencia del señor ministro de Justicia y sus asesores, en la cual se explicó en general la propuesta y las redacciones alternativas que se llevarían a la Comisión Mixta.

En su sesión ordinaria del 18 de julio de 2000, la Comisión, sobre la base de esa proposición y del debate habido en su seno acordó, por unanimidad, recomendaros que tengáis a bien prestar aprobación a las enmiendas propuestas por el honorable Senado al proyecto de ley en informe, con excepción de las que se mencionan a continuación, las que se os sugiere rechazar, con el fin de provocar de esta forma el trámite de la comisión mixta previsto en el artículo 68 de la Constitución Política de la República.

El artículo que figura en primer término corresponde al de la Corporación, el segundo al texto del Senado, y el último número, a la página del comparado que forma parte de este informe.

Cámara Senado Página

10 12 6

23 19 10

33 29 14

47 a 49 43 21

62 53 26
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68 y 70 59 29
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85 nuevo 46

95 nuevo 51
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III. ADICIONES O ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL SENADO Y SU ALCANCE, Y ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN.

Por acuerdo de la Comisión, en esta parte del informe se hará una breve síntesis del proyecto de nuevo Código Procesal Penal que el honorable Senado ha aprobado, destacando las adiciones o enmiendas de mayor relevancia.

A continuación, sólo respecto de las normas que se propone rechazar, se consignará una breve síntesis de las disposiciones aprobadas por la Cámara, el sentido y alcance de las adiciones o enmiendas introducidas por el Senado, seguido del debate habido en la Comisión, cuando corresponda, y las propuestas correspondientes.

Dado que la Cámara de Diputados debe pronunciarse sobre las adiciones o enmiendas del Senado, la relación siguiente se hará respetando en lo posible la nueva estructura y numeración del articulado del proyecto, indicándose, al analizarse cada artículo, si es de la Cámara o del Senado.

El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados consta de un total de 533 artículos permanentes y dos disposiciones transitorias. El del Senado, en cambio, contiene sólo 487 artículos permanentes y uno transitorio. 

A. El Código Procesal Penal aprobado por el Senado.

El proyecto de Código Procesal Penal que el Senado propone, conserva la estructura diseñada para el procedimiento penal, cuyos trazos superiores establece la propia Carta Fundamental.

Las distintas etapas que en él se prevén consultan:

-El inicio de la investigación, la formalización de la investigación, el cierre de la investigación y la acusación, todas ellas a cargo del ministerio público.

-La audiencia de preparación del juicio oral, que se lleva a cabo ante el juez de garantía.

-La audiencia del juicio oral, del que conoce el tribunal de juicio oral en lo penal.

-El pronunciamiento de la sentencia definitiva, antecedido, si fuere menester, de la decisión de absolución o condena.

-Un recurso ante la Corte de Apelaciones o la Corte Suprema, según el caso, y 

-La ejecución de la sentencia definitiva, por parte del juez de garantía.

-o-

Mantiene la posibilidad de que el ministerio público aplique el principio de oportunidad y el archivo provisional del caso. 

-o-

Conserva, también, los procedimientos especiales, en particular el procedimiento abreviado y el procedimiento por faltas, que son juicios orales celebrados ante el juez de garantía como tribunal unipersonal, que se amplían para hacerlos aplicables al conocimiento de ciertos delitos que merezcan baja penalidad en el caso concreto. 

-o-

Como salidas alternativas mantiene la suspensión condicional del procedimiento y los acuerdos reparatorios, que ofrecen fórmulas que toman en consideración la naturaleza y la gravedad de los diferentes ilícitos penales.

En relación con la suspensión condicional del procedimiento ha simplificado los requisitos para su procedencia.

Ha de recordarse que se decreta por el juez de garantía, a solicitud del ministerio público, efectuada con el acuerdo del imputado, cuando se cumplan dos requisitos: que la pena privativa o restrictiva de libertad que pudiere imponerse no exceda de tres años y que el imputado no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. 

El juez establece las condiciones que deberá cumplir el imputado por un plazo no inferior a un año ni superior a tres años. Si las infringe, se revoca esta decisión y se reanuda el procedimiento en su contra. Si las cumple, se extingue la acción penal.

Ha eliminado dos exigencias con el objeto de facilitar la aplicación de este mecanismo. 

La primera, consistente en que de los antecedentes personales del imputado, conducta anterior y posterior, naturaleza del delito y móviles, se pudiera concluir que no volvería a delinquir, por estimar que no resulta justificada en la especie, en que ni siquiera se ha iniciado un juicio penal, entrar a consideraciones hipotéticas. 

La segunda, de que el acuerdo importe aceptación, por parte del imputado, de los hechos materia de la persecución penal y de los antecedentes de la instrucción que la fundaren, pues desincentiva a los imputados para aceptar la suspensión condicional del procedimiento.

Incorpora expresamente, en la suspensión condicional del procedimiento, la facultad del juez de garantía de solicitar al fiscal los antecedentes que estime necesarios para resolver.

-o-

Los acuerdos reparatorios que celebren la víctima y el imputado, aprobados que sean por el juez de garantía, extinguen la acción penal y confieren mérito ejecutivo para exigir su cumplimiento en el ámbito civil. 

Efectuó, sin embargo, modificaciones significativas, destinadas tanto a ampliar la nómina de las figuras punibles que pueden ser objeto de acuerdo reparatorio como a especificar el papel que le corresponderá cumplir al ministerio público y al juez de garantía.

Así, para proteger el equilibrio entre los distintos intereses en juego, los acuerdos reparatorios deberán referirse a hechos investigados que hubieren afectado bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, consistieren en lesiones menos graves o constituyeren delitos culposos. 

Incorpora expresamente, en los acuerdos reparatorios, la facultad del juez de denegar su aprobación en determinadas circunstancias. 

También aprueba la posibilidad de que ordene la reapertura de la investigación para realizar diligencias precisas que alguno de los intervinientes pidió durante ella y el ministerio público hubiere rechazado.

-o-

El procedimiento por faltas ha sido denominado "procedimiento simplificado" y se hace aplicable también a los simples delitos para los cuales el fiscal solicite una pena que no exceda de 540 días de privación de libertad. 

El procedimiento simplificado se inicia mediante la presentación de un requerimiento del fiscal al juez de garantía, en el que solicita la citación inmediata a juicio, exponiendo los antecedentes en que funda dicho requerimiento. 

A continuación, el juez debe citar al imputado y demás intervinientes a una audiencia. Iniciada ésta, el juez informa a la víctima y al imputado, cuando corresponda de acuerdo a la naturaleza de los hechos, sobre la posibilidad de celebrar un acuerdo reparatorio y poner término al procedimiento por esa vía. Si no procede, o bien no se produce dicho acuerdo, el imputado tiene la posibilidad de admitir su responsabilidad en el hecho, caso en el cual, si no fueren necesarias otras diligencias, el juez de garantía falla de inmediato, aplicándose por regla general sólo pena de multa, salvo que procediere la prisión y el imputado haya sido previamente advertido acerca de esta posibilidad. Si el imputado solicita que se realice el juicio, éste se lleva a cabo de inmediato. Se da lectura al requerimiento y a la querella, si la hubiere; se oye a los comparecientes; se recibe la prueba y el juez pronuncia sentencia, pudiéndose tomar hasta cinco días para fundamentar por escrito su decisión.

-o-

Incluye, además, una modalidad aún más concentrada, que llama "procedimiento monitorio" (artículo 394 nuevo), para el caso de que se trate de una falta sancionable sólo con pena de multa. 

En esta situación, si el imputado paga la multa, o no controvierte el requerimiento ni el monto de la multa, se entiende que la resolución del tribunal que acoge el requerimiento y ordena el pago de la multa, notificada al imputado, hace las veces de sentencia definitiva ejecutoriada. Si, por el contrario, el imputado manifiesta su disconformidad, se prosigue el procedimiento simplificado de la manera antes descrita. 

-o-

En relación con el procedimiento abreviado, que procede cuando el fiscal solicita la imposición de una pena no superior a cinco años de presidio o reclusión o bien otras penas de distinta naturaleza, exceptuada la de muerte, ya fueren únicas, conjuntas o alternativas, ha robustecido las atribuciones del juez de garantía.

A éste se le impone el deber de verificar que los antecedentes de la investigación sean suficientes para juzgar al imputado conforme a estas reglas, que la pena solicitada se ajuste al margen legal y que el acuerdo del imputado haya sido prestado con conocimiento de sus derechos, en forma libre y voluntaria. 

De estimar que no concurren estos requisitos o que es fundada la oposición del querellante, puede rechazar la solicitud y dictar el auto de apertura del juicio oral. 

Si acogiere el procedimiento abreviado, que se reduce a una audiencia de los intervenientes, el fallo que dicte en este procedimiento no podrá imponer una pena mayor ni más desfavorable que la pedida por el fiscal o el querellante, en su caso.

En virtud de esta institución, se pueden economizar tiempo y recursos, evitando la discusión lata sobre hechos que el inculpado reconoce, cuando manifiesta ante el juez de garantía su decisión de enfrentar un procedimiento breve, en vez del juicio oral.

-o-

Acepta la integración adicional de la sala del tribunal de juicio oral en lo penal por jueces alternos, para lo cual, el juez presidente de la sala respectiva del tribunal de juicio oral en lo penal, con la aprobación del juez presidente del comité de jueces, debe convocar a un número de jueces mayor que los tres que integran cada sala, cuando existan circunstancias que permitan presumir que, con el número ordinario no se podrá dar cumplimiento a la obligación de asistencia ininterrumpida de éstos a la audiencia del juicio oral.

Esta norma, consagrada en el artículo 346 de la Cámara y 312 del Senado, evita repetir el juicio oral cuando, por cualquier motivo, uno de los tres jueces que integran originariamente la sala se ausente por algún motivo legal.

Sin embargo, para que esta norma opere se necesita aumentar a cuatro el número de jueces que se desempeñarán en los tribunales de juicio oral de nueve comunas del país, que están compuestos sólo por tres jueces. 

-o-

Mantiene la improcedencia del recurso de apelación respecto de las resoluciones de los tribunales colegiados del juicio oral.

Lo anterior, por cuanto ni la Constitución ni el Pacto de San José de Costa Rica o el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establecen la obligatoriedad para el legislador de consagrar el recurso de apelación en materia penal.

El carácter inapelable de las resoluciones emitidas por el tribunal del juicio oral se funda primordialmente en el hecho de que éste habrá desarrollado su trabajo con sujeción a los principios de oralidad y de inmediación. Aceptar la apelación importaría destruir tales principios, porque la Corte de Apelaciones, al conocer de ella, lo haría sobre la base de la escrituración, puesto que deberá estudiar los registros y actas de lo obrado, y de la mediación, toda vez que no tomará conocimiento directo y personal de la prueba. 

De esta manera, la reforma procesal penal sería sólo aparente, puesto que, por la vía de recurrir de apelación, la última decisión correspondería a un tribunal que seguiría resolviendo del mismo modo en que lo hace hoy día. 

-o-

Ha excluido del nuevo Código Procesal Penal la regulación del recurso de amparo, por estimar que tal acción apunta a que una persona pueda recabar el amparo de los jueces en contra de acciones de la autoridad que afecten su libertad. 

Si la expresión final del amparo es el derecho de la persona privada de libertad a ser llevada ante el juez, el nuevo Código lo contempla expresamente entre sus disposiciones (art. 108 de la Cámara y 94 del Senado).

No obstante lo expresado, desarrolla en mayor medida esa garantía, contemplando una acción rápida de amparo (arts. 95 y 96 nuevos), que se puede interponer verbalmente por cualquier persona ante el juez de garantía, con el objeto de que examine la legalidad de la detención y las condiciones en que se encontrare el detenido, así como para que ordene su libertad o adopte las medidas que fueren procedentes.

-o-

Sobre la institución del desafuero, contemplada en el artículo 58 de la Carta Suprema, si la "formación de causa" equivale al actual auto de procesamiento, en el nuevo procedimiento penal la formación de causa debe equivaler a la acusación que formule el ministerio público.

Por tanto, hasta el momento en que el fiscal estime pertinente deducir acusación serán aplicables a las personas con fuero las reglas generales del Código Procesal Penal, en igualdad de condiciones que a cualquier otra persona, salvo, por cierto, que se tratare de privarles de libertad, que es la otra hipótesis constitucional para la cual se requiere desafuero previo. 

Si el fiscal considera, una vez cerrada la investigación, que de los antecedentes surge mérito para acusar, deberá recabar de la Corte de Apelaciones la declaración previa a que alude la Constitución Política.

Para el evento de que se produzca el desafuero, reduce los plazos dentro de los cuales debe efectuarse la audiencia de preparación del juicio oral y el juicio oral, con vistas a evitar en lo posible la dilación en el procedimiento, por su efecto directo sobre el período por el cual los parlamentarios estarán suspendidos del ejercicio de sus cargos.

-o-

Mantiene la querella de capítulos, aplicable a los magistrados, con la opinión favorable de la Excma. Corte Suprema, con similares predicamentos a los que adopta respecto del desafuero, en cuanto a la oportunidad procesal para impetrar la declaración de la Corte de Apelaciones y al acortamiento de los plazos para que se dilucide la situación del imputado, de perseverarse en la vía del juicio oral.

Además, incluye a los fiscales judiciales dentro de las personas a quienes les es aplicable la querella de capítulos por los delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones, junto con los jueces y con los fiscales del ministerio público, estos últimos sometidos a este mecanismo por mandato de su propia Ley Orgánica Constitucional (artículo 46, inciso final). 

-o-

En lo formal, las modificaciones de mayor importancia que ha efectuado al proyecto de Código Procesal Penal aprobado por la Cámara de Diputados, responden:

-Al uso de una nomenclatura distinta: así, el juez de control de instrucción se denomina -como ya se anticipó en la ley Nº 19.665-, juez de garantía; la mención de los fiscales del ministerio público se reduce al apelativo de fiscales, que contempla la ley Nº 19.640 y los diferencia de los fiscales judiciales; el concepto de instrucción, que recuerda el procedimiento vigente, se sustituye por el de investigación, que emplea la Constitución Política, y se hace referencia al tribunal de juicio oral en lo penal y no al tribunal oral en lo penal, enmienda que también se introducirá en la ley Nº 19.665 y en el Código Orgánico de Tribunales, en su oportunidad, porque corresponde mejor a la idea que se quiere expresar.

-A cambios de ubicación de los párrafos o artículos, por estimarse que contribuyen a una mejor sistematización del Código, como sucede, por vía ejemplar, con el recurso de revisión, que no es propiamente un recurso en la medida que su presupuesto es la existencia de una sentencia firme, sino más una acción encaminada a enervar el cumplimiento de dicha sentencia, razón por la cual prefirió contemplarla en el título concerniente a la ejecución de las sentencias, por su carácter de excepción a tal ejecución.

-A correspondencia y coordinación con otros cuerpos legales, sobre todo los que integran la misma reforma procesal penal. De este modo, se suprimieron varios artículos que, por su naturaleza, deben ser incluidos en el Código Orgánico de Tribunales, como ser, los relativos a la competencia del juez de garantía, a la jurisdicción de los tribunales chilenos o a las causales de inhabilitación de los jueces del tribunal de juicio oral. Asimismo, hay reglas sobre la manera de practicar las notificaciones que ya están desarrollada en el Código de Procedimiento Civil, por lo que resulta inoficioso reproducirlas en este Código.

-o-

En lo que respecta al fondo.

Razona el Senado, tal como lo hiciera la Cámara de Diputados, en la necesidad de acercar la administración de la justicia penal al ciudadano común y corriente.

Para obtenerlo se han previsto medidas como la exclusión de las labores de investigación de los delitos, para que los jueces puedan concentrarse fundamentalmente en las de orden jurisdiccional y la liberación sustancial de las tareas meramente administrativas, cuya dirección se encomienda al comité de jueces del juzgado, pero se radica principalmente en el administrador del tribunal. 

En lo que atañe al ámbito territorial, se prevé un incremento sustancial de los jueces de garantía o con competencia de garantía y de los tribunales de juicio oral en todo el país, en relación con el número de los actuales jueces de letras del crimen o jueces de letras de competencia común. 

Adicionalmente, se utiliza el mecanismo de las llamadas "salas itinerantes", en virtud del cual una o más salas del tribunal de juicio oral se trasladarán a localidades diferentes de su lugar de asiento, para efectuar en ellas los juicios orales que sea menester.

Le parece evidente que, siendo un elemento propio del racional y justo procedimiento la existencia de los recursos, este mandato se cumple satisfactoriamente con la posibilidad de que la sentencia recaída en el juicio oral sea revisada por la Corte de Apelaciones, máxime si en el procedimiento penal se han establecido numerosas reglas que garantizan los derechos de las personas, comenzando por la diferenciación entre el órgano público que dirige la investigación y acusa (ministerio público), aquél que debe autorizar que se restrinjan los derechos (juez de garantía), y, posteriormente, aquél que juzga (tribunal de juicio oral).

El mismo criterio aplica en la extradición activa, hoy de competencia de la Corte Suprema. 

El mayor estudio de la procedencia de solicitar la extradición activa estará referido a los tratados internacionales aplicables, materia respecto de la cual el ministerio público o el querellante que recabe la extradición tendrá que proporcionar al tribunal los antecedentes que la fundamenten. Tal función perfectamente puede ser cumplida por las respectivas Cortes de Apelaciones.

Con todo, reserva ciertas circunstancias que permiten acudir ante la Corte Suprema, pero en forma directa y no adicional al conocimiento del recurso por la Corte de Apelaciones. 

Si se pudiera recurrir ante la Corte Suprema por el fallo que a su vez dicte la Corte de Apelaciones, se daría una solución inconveniente, que dilataría el término del proceso penal, restando trascendencia a la decisión del tribunal de juicio oral, ante el cual se ha desarrollado todo el proceso.

-o-

Después de replantearse cuál debería ser el papel que desempeñe la Corte Suprema, reformula completamente los recursos extraordinario y de casación, creando en su reemplazo el "recurso de nulidad", estableciendo dos causales genéricas: la vulneración de derechos o garantías, y la errónea aplicación del derecho con influencia sustancial en lo dispositivo del fallo.

Es, por tanto, un recurso que apunta a dos objetivos perfectamente diferenciados: 

-La cautela del racional y justo procedimiento mediante el pronunciamiento de un tribunal superior sobre si ha habido o no respeto por las garantías básicas en el juicio oral y en la sentencia recaída en él, de forma que, si no hubiese sido así, lo anule; y 

-El respeto de la correcta aplicación de la ley, elemento que informa el recurso de casación clásico, orientado a que el legislador tenga certeza de que los jueces se van a atener a su mandato, pero ampliado en general a la correcta aplicación del derecho, para incorporar también otras fuentes formales integrantes del ordenamiento jurídico.

Deja establecidos con claridad los casos en que estará llamada a conocer del recurso la respectiva Corte de Apelaciones, y aquellos en que el tribunal competente será la Corte Suprema, para robustecer su papel de fijar estándares jurídicos básicos, en una función que no sólo es de control sino que de carácter normativo, de la cual resulten ciertos criterios que apunten a la uniforme aplicación del Derecho. 

De allí que, en relación con el primer rubro de causales, dé competencia anulatoria a la Corte Suprema cuando la sentencia haya infringido sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

En cambio, le corresponderá conocer del recurso a la respectiva Corte de Apelaciones cuando concurran determinadas circunstancias que se denominan "motivos absolutos de nulidad", porque importan necesariamente perjuicio para el interviniente y una infracción manifiesta a las garantías. 

En otros términos, los motivos absolutos de nulidad son casos en que el propio legislador determina que, por la gravedad de los hechos en que se sustentan, ha existido infracción sustancial de las garantías.

Así sucederá, por vía ejemplar, si la sentencia hubiere omitido alguno de los contenidos que necesariamente deben figurar en ella, entre los cuales se cuenta la valoración de los medios de prueba que fundamentaren las conclusiones acerca de los hechos y circunstancias que se dieren por probados. 

Para el evento de que, respecto de la materia de derecho objeto del recurso, existan distintas interpretaciones, sostenidas en diversos fallos emanados de los tribunales superiores, estima recomendable, para velar por la uniformidad jurisprudencial, que el conocimiento del recurso no quede radicado en la Corte de Apelaciones, sino en la Corte Suprema.

Asimismo y por razones de economía procesal, radica en la Corte Suprema el conocimiento de los recursos fundados en distintas causales, cuando correspondiere pronunciarse sobre algunas a la Corte de Apelaciones y sobre otras a la Corte Suprema, así como el de los distintos recursos que se interpusieren en contra de un mismo fallo, cuando respecto de las causales invocadas se diere la misma situación.

-o-

Sobre el papel que deben cumplir las policías dispone que los agentes de la Policía de Investigaciones de Chile tienen el carácter de auxiliares del ministerio público en las labores de investigación, e igual función desempeña Carabineros de Chile en los lugares en que no exista Policía de Investigaciones y, aun existiendo, cuando el fiscal a cargo del caso así lo disponga.

Agrega, además, que el ministerio público puede impartir instrucciones relacionadas con la investigación de hechos cometidos en el interior de establecimientos penales a Gendarmería de Chile.

En consecuencia, queda en definitiva entregada al fiscal a cargo del caso la determinación del organismo que le prestará auxilio, lo que considera perfectamente coherente con el mandato constitucional que encomienda al ministerio público la dirección exclusiva de la investigación.

Sin perjuicio de las instrucciones particulares que el fiscal imparta respecto de cada caso, el ministerio público puede emitir instrucciones generales sobre la forma en que la policía habrá de proceder frente a aquellas situaciones respecto de las cuales la ley la faculta para actuar de inmediato, así como frente a aquellos hechos, como las llamadas "presuntas desgracias", que no suscitan la certeza de ser delictivos. 

Consigna expresamente las actuaciones que la policía puede realizar de inmediato, sin esperar instrucciones del fiscal, como son el deber de resguardar el sitio del suceso e identificar a los testigos y recibirles las declaraciones que se allanen a prestar.

Robustece también el trabajo policial preventivo al incluir un precepto que permite solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, la que deberá hacerse con documentos expedidos por la autoridad pública. Si ello no fuera posible, se abre para la policía un plazo máximo dentro del cual podrá trasladar a la persona a la unidad policial más cercana para practicar averiguaciones sobre su identidad.

En lo que atañe al cumplimiento de la regla constitucional que exige autorización judicial previa para privar, restringir o perturbar el ejercicio de los derechos constitucionales, estima que no se ajusta a ella la atribución que se daba a la policía para entrar a un edificio o lugar cerrado y registrarlo en caso de delito flagrante, sin contar con orden judicial.

Por tal motivo, admite la posibilidad de que se proceda a esa entrada y registro, pero siempre que se cuente con el consentimiento expreso del propietario o encargado, el cual no obstará a que, de inmediato, la policía informe al ministerio público. 

Si se denegare la autorización, la policía adoptará medidas tendientes a evitar la posible fuga del imputado y pondrá en conocimiento de los hechos al fiscal, para que éste determine si recaba la autorización judicial, en caso de estimar útil la práctica de la diligencia.

Con todo, la policía podrá actuar de inmediato, sin orden judicial previa, cuando, desde el interior de un lugar cerrado se escuchen voces de auxilio o, por otros signos evidentes y aparezca que se está perpetrando un delito en el interior de aquél.

Para cumplir con el mandato constitucional que obliga a poner a todo detenido a disposición del juez competente, se establece que, si no fuere posible hacerlo de inmediato por no ser hora de despacho, el detenido debe permanecer en el recinto policial o de detención hasta la primera audiencia judicial, a la cual deberá concurrir el fiscal.

-o-

El marco constitucional aplicable a las relaciones entre el ministerio público y el juez de garantía está configurado, por una parte, por el deber del primero de contar con autorización judicial previa para privar, restringir o perturbar el ejercicio de los derechos constitucionales, y, por otro lado, por la atribución que le compete de dirigir en forma exclusiva la investigación.

El juez de garantía competente es el llamado a conocer de todas las gestiones a que dé lugar el respectivo procedimiento, y, en consecuencia, a otorgar las autorizaciones que correspondan, sea que las diligencias se practiquen en su territorio jurisdiccional o fuera de él. 

Le parece que esta es la forma más apropiada de coordinar la necesidad de autorización judicial con la posibilidad que tiene el fiscal a cargo de la investigación de practicar diligencias en todos los lugares que se encuentren bajo la jurisdicción nacional e, incluso, en la forma que proceda, en lugares sujetos a la jurisdicción extranjera. 

En caso de que sea necesario practicar diligencias urgentes, el ministerio público puede pedir también autorización directamente al juez del juzgado de garantía del lugar, pero dando cuenta a la brevedad, realizada que sea la actuación, al juez de garantía del procedimiento.

El fiscal debe solicitar autorización al juez de garantía para que el imputado privado de libertad sea conducido a su presencia. Sin embargo, en el caso de que el imputado se encuentre sometido a prisión preventiva se considera suficiente esa autorización para que el fiscal pueda ordenar dicha comparecencia cuantas veces fuere necesaria para los fines de la investigación. Lo anterior, salvo, por cierto, que el juez dispusiere otra cosa.

Cumplidos ciertos requisitos, el juez de garantías puede autorizar la práctica de diligencias que supusieren la afectación de derechos de determinadas personas, sin previa comunicación a los afectados, sea en forma previa a la formalización de la investigación o después de formalizada.

-o-

En lo que atañe a la investigación, acepta que el juez de garantía pueda dejar sin efecto la decisión del fiscal de aplicar el principio de oportunidad, y en consecuencia quede éste obligado a continuar la persecución penal, sea porque la pena mínima prevista para el hecho excediere el límite legal, se tratare de un delito cometido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, o la víctima manifestare su interés en el inicio o la continuación de la persecución penal.

-o-

Con la finalidad de compatibilizar la labor de conocimiento de los antecedentes que compete al juez con la dirección de la investigación y el ejercicio de la acción penal que corresponden al ministerio público, establece que si al primero le asistieren dudas sobre la pertinencia del sobreseimiento, por considerar que los antecedentes de la investigación podrían justificar la apertura del juicio oral, los remitirá al fiscal regional a fin de que éste le informe si dispondrá que se acuse o si ratifica la petición del fiscal. 

En este último evento, el juez sobreseerá, pudiendo sustituir la causal invocada si no la considera procedente, o decretar un sobreseimiento distinto del requerido por el fiscal. 

-o-

Por considerar inconciliable con el principio acusatorio que informa el Código la posibilidad de que el juez de garantía pueda obligar al fiscal a formular acusación, contra la oposición del fiscal adjunto y del fiscal regional, opta porque la acusación se formule por el querellante, dotándolo para este efecto de las facultades que el Código contempla respecto del ministerio público.

Si no hubiere querellante particular que inste por la acusación y el fiscal no quiera acusar sino aplicar una medida de seguridad al imputado por estimar que es enajenado mental, si el juez de garantía no se hubiese formado convicción acerca de la enajenación mental, podrá disponer que el fiscal ha de deducir acusación, sin perjuicio de que subsidiariamente pida al tribunal de juicio oral en lo penal la aplicación de alguna medida de seguridad.

-o-

Junto con reconocer el principio de libertad de la prueba, da el carácter de medio de defensa a la declaración que el imputado puede prestar ante el fiscal o ante el tribunal, en concordancia con el derecho a guardar silencio que le asiste.

Suprimió, en cambio, la regulación expresa del reconocimiento de personas, por ser una de las tantas diligencias susceptibles de ser llevadas a cabo por el fiscal dentro de las actuaciones de la investigación, y no constituir directamente un medio de prueba que pueda ser presentada al tribunal de juicio oral.

Además, elimina la inspección personal del tribunal, porque no le parece consistente con el nuevo procedimiento penal.

Sin perjuicio de lo señalado, no quiso excluir la posibilidad de que, en alguna ocasión, fuere útil para el tribunal de juicio oral constituirse en algún lugar para reconocerlo, durante la audiencia, y así lo contempla en forma expresa.

-o-

Concuerda en que una de las claves para el éxito de la reforma está centrada en la audiencia de preparación del juicio oral. Si en ella no se realiza un análisis riguroso de la pertinencia y suficiencia de la prueba que se ofrece rendir en el juicio oral, se alargarán considerablemente las distintas sesiones que conformarán la audiencia del juicio oral, sin beneficio para la adecuada resolución de la causa y con perjuicio del despacho regular de las restantes causas.

Debido a esa convicción, regula, por un lado, las llamadas "convenciones probatorias", conforme a las cuales el fiscal, el querellante si lo hubiere y el imputado podrán solicitar de consuno al juez de garantía que dé por acreditados ciertos hechos, los cuales no podrán ser discutidos en el juicio oral. 

Por otro lado, manteniendo la regla general de que el tribunal admita las pruebas que las partes ofrecen, detalla los casos en los que debe proceder a excluir ciertas pruebas: si son manifiestamente impertinentes; persiguen acreditar hechos públicos y notorios; son, como denomina la doctrina, "sobreabundantes", o referidas particularmente al excesivo número de testigos y de documentos; o si fueron obtenidas con violación de garantías.

-o-

Establece límites a la interposición de acciones civiles, por las importantes dilaciones que podría provocar en la resolución de la contienda penal, en especial cuando se ejercen contra el tercero civilmente responsable, quien en la generalidad de los casos hará uso de todos los medios procesales para evitar que se le atribuya responsabilidad o conseguir que ésta se atenúe lo más posible.

En su idea de perseverar en sus propósitos de agilizar la tramitación del juicio oral y obtener que éste se centre en los aspectos medulares de la controversia, limita el ejercicio de las acciones civiles a aquellas que la víctima decida interponer en contra del imputado. Ello, desde luego, sin perjuicio de la acción de mera restitución de la cosa objeto del hecho delictivo, que sólo puede entablarse en el proceso penal.

-o-

En materia de recursos, consagra reglas expresas sobre la suspensión de la vista de la causa, que apuntan a restringir las posibilidades de que ello ocurra, y sobre la forma en que debe procederse durante la vista. Esta se efectuará en audiencia pública, que se iniciará con la relación, se otorgará luego la palabra al recurrente, para que exponga sus fundamentos y peticiones concretas, luego al recurrido y finalmente se volverá a ofrecer la palabra a todas las partes, con el fin de que puedan hacer aclaraciones respecto de los hechos o de los argumentos vertidos en el debate. En cualquier momento un miembro del tribunal podrá formular preguntas, pedir que se profundice la argumentación o que se la refiera a algún aspecto específico de la cuestión debatida.

Ha mantenido la relación, pensando en que podría ser útil para el tribunal que un funcionario imparcial le informara sucintamente de los hechos. 

Asimismo, ha reemplazado los alegatos de los abogados por un sistema de debate revestido de menor formalidad.

A falta de reglas en el Libro Tercero, relativo a los recursos, se deben aplicar supletoriamente las del juicio oral.

-o-

Similar predicamento adopta también respecto de las audiencias de extradición.

En la tramitación de la extradición activa en la Corte de Apelaciones, luego de la relación se contempla una audiencia en la cual se concederá la palabra primero al fiscal, luego al querellante si lo hubiere y por último al defensor. Finalizada la audiencia, la Corte resolverá si debe o no solicitarse la extradición. 

En lo que concierne a la tramitación de la extradición pasiva, se prevé que el ministro de la Corte Suprema que conoce en primera instancia, en virtud del cambio de tribunal competente producido desde marzo pasado por mandato de la ley Nº 19.665, cite a una audiencia al representante del Estado requirente y al imputado, a quienes pondrá en conocimiento de la petición y sus antecedentes. La audiencia contempla oír al representante del Estado requirente; recibir la prueba que se hubiere ofrecido; la posibilidad del imputado de prestar declaración si lo desea, caso en el cual podrá ser contrainterrogado, y concluye con las argumentaciones del imputado. La sentencia debe dictarse dentro de quinto día de finalizada la audiencia y en su contra podrá recurrirse para ante la Excma. Corte Suprema.

-o-

Regula la petición de detención previa a la solicitud de extradición, que puede efectuarse tanto en la extradición activa como en la pasiva, a solicitud de un Estado, en la que pide se la detenga o se adopte a su respecto alguna medida cautelar personal. Procederá cuando, de acuerdo a las reglas generales del Código Procesal Penal, concurran los requisitos de la prisión preventiva u otra medida cautelar personal.

En el caso de la extradición pasiva, recoge la existencia de un plazo máximo, que será el que señale el tratado respectivo o, en su defecto, dos meses contados desde que se notifique al Estado requirente el hecho de que se produjo la detención previa.

En cualquier estado del procedimiento se podrá conceder la libertad provisional del imputado de acuerdo a las reglas generales, pero el ministro de la Corte Suprema tomará las medidas que estime necesarias para evitar su fuga.

Elimina las normas que contemplaban una investigación por el ministerio público en el proceso de extradición, e incorpora una disposición en virtud de la cual se prevé que el tribunal concederá la extradición si estima comprobada la existencia de las circunstancias que la hacen procedente. Si no se logran probar, deberá simplemente denegarse la extradición, sin que sea preciso efectuar investigación complementaria alguna.

Corresponde al Ministerio Público representar los intereses del Estado requirente, sin que ello obste al cumplimiento del principio de objetividad que establece su ley orgánica constitucional, en cuando debe investigar con igual celo lo favorable y lo desfavorable, y otra que cesa de inmediato su intervención si el Estado requirente designa otro representante. 

Cree que, de esa forma, se logran equilibrar los compromisos internacionales de Chile, los intereses del Estado requirente de la extradición y un principio medular que orienta la actuación del Ministerio Público.

-o-

Por último, en el proyecto del honorable Senado se agregan dos normas, que tienden a regular la transición entre ambos sistemas procesales penales.

La primera se refiere a la entrada en vigencia del nuevo Código, materia regulada también en la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

Para las llamadas "Regiones piloto", la Cuarta y la Novena, entra a regir 14 meses después de la publicación de esa ley en el Diario Oficial, hecho que ocurrió el 15 de octubre de 1999. El plazo se vence, entonces, el 15 de diciembre próximo, pero es útil recordar que es de carácter suspensivo, ya que suspende la entrada en vigor de las normas respectivas, y se le aplica al artículo 48 del Código Civil.

En la especie, por consiguiente, la reforma procesal penal entrará a regir en la Cuarta y en la Novena Regiones el 16 de diciembre próximo. 

Para mayor claridad, la Comisión decidió consignar expresamente las distintas fechas de entrada en vigencia de la reforma en un artículo transitorio del nuevo Código Procesal Penal.

En el caso de la extradición pasiva, el hecho que acaece en el país es la presentación de la solicitud por parte del Estado requirente. En consecuencia, como el nuevo Código Procesal Penal le asigna un papel determinante al ministerio público como representante del Estado requirente, y el asiento del tribunal competente para este efecto es la ciudad de Santiago, los cambios procesales deberán comenzar a regir una vez que la reforma procesal penal empiece a aplicarse en la Región Metropolitana de Santiago, vale decir, el 16 de octubre de 2002.

La segunda se refiere a las reglas de unificación de penas en el caso de que un mismo individuo perpetre un hecho delictivo antes de la entrada en vigencia de la reforma en la correspondiente Región y, luego de que comenzó a regir en ella, cometa otro. Similar situación se presentará respecto de quienes cometan delitos en una Región en que se continúe aplicando el sistema actual y también en otra Región en que se haya comenzado a aplicar el nuevo sistema. 

La materia está resuelta en forma expresa en la disposición trigesimosexta transitoria de la Constitución Política: la reforma procesal penal se aplica exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a su entrada en vigencia.

Si el hecho se cometió antes de la entrada en vigencia de la reforma, es conocido por el juez del crimen o el juez de letras con competencia en lo criminal, conforme al Código de Procedimiento Penal vigente; en cambio, si se cometió con posterioridad a su entrada en vigor, es investigado por un fiscal, conoce de las gestiones que se susciten durante el procedimiento un juez de garantía y será juzgado por un tribunal oral en lo penal, todo ello de conformidad al Código Procesal Penal.

En consecuencia, la persona será juzgada simultáneamente conforme a los dos estatutos procesales penales.

Como no habrá lugar jurídicamente a la acumulación de autos, para los efectos de las penas que apliquen ambos tribunales, hace expresamente aplicable el nuevo artículo 164 del Código Orgánico de Tribunales, contenido en la ley Nº 19.665, que soluciona el caso.

Tal remisión expresa evita cualquier duda acerca de la procedencia de aplicarlo, en la medida que dicho precepto obliga al sentenciador a ponerse en el supuesto de acumulación de causas.

B. Las adiciones o enmiendas que la Comisión propone rechazar.

La Comisión, por unanimidad, ha acordado recomendar el rechazo de las adiciones o enmiendas del Senado que han recaído en los artículos que a continuación se indican, lo que no obsta al derecho de los señores diputados a incorporar otros durante la discusión de este informe en la Sala.

Artículo 10

Ha pasado a ser artículo 12.

Define el concepto de "intervinientes", utilizado en diversos artículos del Código.

Ese concepto, cada vez que se utilice, comprenderá a los fiscales del ministerio público, al imputado, a la víctima, al querellante particular, al actor civil y al tercero civilmente demandado, los que tendrán esta calidad desde el momento en que hubieren realizado cualquier actuación procesal o desde el momento en que la ley les permita ejercer facultades determinadas.

El Senado lo ha reemplazado pues considera que el artículo incurre en una omisión al no mencionar al defensor, en circunstancia que, aunque represente al imputado, configura un sujeto procesal con características propias, desde el momento en que el Código exige su presencia a partir de cierta oportunidad en que considera necesaria la defensa, e incluso la requiere para determinadas actuaciones, como son todas las que se desarrollen en la audiencia del juicio oral, en calidad de requisito de validez de las mismas.

De esta forma, con la adición de la figura del defensor del imputado, refleja a todas las personas que pueden actuar en el procedimiento o respecto de las cuales la ley obliga a realizar ciertas actuaciones, lo que facilita la redacción de las diferentes normas.

Ha excluido la figura del actor y la del tercero civilmente demandado, como consecuencia de la decisión que adoptó en el sentido de circunscribir el conflicto jurisdiccional lo más posible al ámbito penal.

Ello lo condujo a restringir la interposición de acciones civiles a la acción restitutoria de la cosa que fue objeto del delito y a las acciones indemnizatorias que pudiera ejercer la víctima respecto del imputado.

El rechazo de esta disposición no tiene otro objeto que incorporar en el concepto al tercero demandado, acorde con la decisión de la Comisión de permitir que la víctima pueda también demandar civilmente en el juicio penal a los terceros civilmente responsables.

Artículo 23

Ha pasado a ser artículo 19.

Se refiere al contenido y formalidades de las solicitudes de información que recaben los fiscales del ministerio público y los tribunales con competencia criminal de cualquier autoridad u organismo público, o la práctica de diligencias determinadas. 

Asimismo, impone a todas las autoridades y organismos públicos la obligación de cumplir sin demora los requerimientos de los órganos señalados.

El Senado ha sustituido el verbo "solicitar" y el sustantivo "solicitud" por las expresiones "requerir" y "requerimiento", respectivamente, por cuanto involucran un grado mayor de exigencia, lo que es coincidente con la obligatoriedad para la autoridad de entregar la información.

Adicionó la disposición, para regular la entrega de informaciones o documentos que, conforme a la ley, revistan el carácter de secreto o reservado, estableciendo un procedimiento para que sea el fiscal regional quien, de compartir el criterio del fiscal a cargo del caso, frente a la negativa de la autoridad requerida a proporcionar la información, solicite a la Corte Suprema que se pronuncie acerca de si procede o no la entrega, previo informe de la autoridad de que se trate. 

Si la información fuere requerida por un tribunal, éste podrá formular la solicitud directamente a la Corte Suprema. 

La Corte podrá negar el acceso a la información sólo en caso que afecte la seguridad nacional, pero, aun en este caso, de estimarlo necesario determinará con precisión los antecedentes o la parte de ellos que deben ponerse en conocimiento del ministerio público o del tribunal. 

Con el objeto de evitar cualquier duda al respecto, agregó expresamente que la resolución que recaiga en esta controversia no inhabilitará a los ministros de la Corte Suprema para conocer de los recursos que posteriormente se deduzcan en la causa.

El rechazo de esta disposición se funda en el deseo de dar intervención a las Cortes de Apelaciones y sólo reservar para la Corte Suprema la decisión de las cuestiones que resulten de la negativa de una autoridad a proporcionar antecedentes secretos por peligro para la seguridad nacional.

Se desea establecer que aun cuando la Corte llamada a resolver la controversia decidiere rechazar el respectivo requerimiento del fiscal, por compartir el juicio de la autoridad a la que se pidieron los antecedentes, puede ordenar que se suministren al ministerio público o al tribunal, los datos que le parecieren necesarios para la adopción de decisiones relativas a la investigación o para el pronunciamiento de resoluciones judiciales.

Se pretende, por último, revisar esta normativa con la contenida en el artículo 11 bis de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que consagra el principio de transparencia y de acceso a la información administrativa.

Artículo 33

Ha pasado a ser artículo 29.

Se refiere a las notificaciones al imputado privado de libertad, las que se le harán en persona, pudiendo hacerlas un funcionario del tribunal en el mismo o en el establecimiento penal en que se encontrare recluido, aunque se hallare fuera de su territorio jurisdiccional. Recoge, con algunas variables, la disposición contenida en el artículo 66 del Código de Procedimiento Penal vigente.

El Senado eliminó la palabra "penal", pues es posible que la persona se encuentre detenida en su hogar o en un establecimiento asistencial.

Decidió asimismo suprimir la referencia al funcionario encargado de efectuarlas, materia de que se trata en otra disposición, y efectuó otros cambios formales.

El rechazo se basa en el propósito de priorizar las notificaciones en el lugar en que el sujeto se encontrare privado de libertad y para que se permitan otras formas de notificación, con lo cual se podría evitar el traslado de personas a los tribunales. Al día se trasladan alrededor de 1.700 personas, de las cuales, el 65% lo son para notificarles las resoluciones denegatorias de libertad.

De esta forma, las notificaciones que debieren realizarse al imputado privado de libertad, se le harán en persona, en el establecimiento o recinto en que permaneciere, aunque éste se hallare fuera del territorio jurisdiccional del tribunal. El tribunal podrá disponer, por resolución fundada y de manera excepcional, que alguna notificación a quien esté privado de libertad se practique en la Secretaría.

Estas notificaciones personales podrán practicarse mediante la entrega al sujeto, por un funcionario del establecimiento en que se encontrare y bajo la responsabilidad del jefe del mismo, del texto de la resolución que el tribunal hubiere enviado por fax, por correo electrónico o por cualquier otro medio de comunicación idóneo. Si el sujeto no supiere o no pudiere leer, la resolución le será leída por el funcionario encargado de notificarla.

Artículos 47, 48 y 49

Los ha refundido, pasando a ser artículo 43.

El artículo 47 dispone que el tribunal conservará copia fiel de las sentencias, de las demás resoluciones y de otras actuaciones que considere relevantes.

El artículo 48 establece que cuando, por cualquier causa, se destruyere, extraviare o sustrajere el original de las resoluciones o de otras actuaciones procesales, la copia fiel tendrá el valor de aquél. Si el tribunal no dispusiere de copia fiel, ordenará que quien la tuviere en su poder la entregue, sin perjuicio de su derecho de obtener otra gratuitamente.

El artículo 49 señala que, si durante la tramitación del proceso no existiere copia fiel de las resoluciones, éstas se dictarán nuevamente, para lo cual el tribunal reunirá los antecedentes que le permitan fundamentar su preexistencia y contenido. Cuando no fuere posible proceder de esa manera, las actuaciones deberán repetirse con las formalidades previstas para cada caso.

El Senado refundió los tres artículos, porque en su conjunto se refieren a la conservación de los registros judiciales, en un artículo 43 que denominó de esa manera, ubicándolo en el Párrafo 6º, que se refiere al "Registro de las actuaciones judiciales".

Como consecuencia de esa nueva redacción consignó expresamente el hecho de que el juzgado de garantía y el tribunal de juicio oral en lo penal deberán conservar los registros mientras dure la investigación o el respectivo proceso, en conformidad con el Código Orgánico de Tribunales.

En lo demás, mantuvo con variables el contenido de los artículos 48 y 49.

El rechazo se funda en el deseo de concordar esta disposición con la que se establezca respecto del registro de las diferentes actuaciones del juicio oral, acorde con lo preceptuado en el artículo 375 de la Corporación y 41 del Senado.

Artículo 62

Ha pasado a ser artículo 53.

Clasifica la acción penal en pública y privada, siendo la primera la regla general, a menos que la ley señale expresamente lo contrario, tal como es ahora, lo que lleva a clasificar los delitos en delitos de acción pública o de acción privada.

En los primeros, la acción penal es ejercida de oficio por los órganos de persecución penal; en los segundos, sólo por la persona directamente ofendida por el delito.

El Senado, teniendo presente que el artículo 80-A de la Constitución Política entregó el ejercicio de la acción penal, además del ministerio público, a la víctima y a las demás personas que determine la ley, decidió, por tanto, incluir una frase en la cual se reconoce expresamente esa posibilidad. 

Al mismo tiempo, como esta circunstancia constituye una excepción al principio de que la acción pública es ejercida de oficio por el ministerio público, hizo la salvedad correspondiente.

Acordó incluir también en la clasificación aquellos delitos que, no obstante ser de acción pública, requieren para su persecución a lo menos denuncia previa de la víctima, a los cuales se refiere el artículo siguiente.

Respecto de los delitos de acción privada, determinó consignar que la acción penal privada sólo puede ser ejercida por la víctima. 

Este es el concepto que se utiliza a lo largo del Código, en un sentido más amplio que el de persona directamente ofendida por el delito. Le pareció superfluo señalar que también lo puede hacer su representante legal, por cuanto es evidente en virtud de la aplicación de las reglas generales del Código Civil.

Se propone rechazar el artículo con el fin de conceder siempre acción penal pública para la persecución de delitos de connotación sexual cometidos contra menores de edad.

Artículo 63

Ha pasado artículo 54.

Se refiere a los actuales delitos de acción mixta, que en el proyecto se denominan delitos de acción pública previa instancia particular.

Enuncia los delitos de acción pública previa instancia particular, en los que no podrá procederse de oficio sin que, a lo menos, la víctima haya denunciado el hecho a la justicia, al ministerio público o a la policía. Permite, no obstante, que sean denunciados por otras personas, en los casos que señala. 

Finalmente, dispone que, iniciado el procedimiento, éste se tramitará de acuerdo con las normas generales relativas a los delitos de acción pública.

El inciso segundo, que contempla el catálogo de delitos que son de acción pública previa instancia particular, fue objeto de diversos cambios.

Las letras a), b) y c), relativas a los delitos de violación, abusos deshonestos y rapto, fueron suprimidas, como consecuencia de las modificaciones introducidas en el Código Penal por la ley Nº 19.617. 

La letra d), que contempla la bigamia, fue también eliminada, en consideración que no concurren en su caso los mismos motivos que, tratándose de delitos de connotación sexual, justifican requerir al menos denuncia de la víctima. Por la naturaleza de este delito, quien se encuentra en mejores condiciones para detectar su comisión es el Servicio de Registro Civil e Identificación, de manera que dejar sujeta su persecución a la denuncia o querella de la víctima significaría favorecer la impunidad. 

La letra h), que menciona los delitos de estafas y otros engaños, contenidos en el párrafo 8 del título IX del Libro Segundo del Código Penal, con excepción de los previstos en los artículos 470, Nº 8º, y 472, del mismo, es decir, aquellos en los que se obtienen prestaciones del fisco o municipalidades, y la usura, fue suprimida. Se estimó inconveniente incluir estas figuras por cuanto el número de ofendidos puede ser alto, ya sea por la repetición de la conducta por el imputado o porque la conducta haya afectado a muchas personas, pero que individualmente el detrimento patrimonial sólo alcance a sumas pequeñas, que desaliente la presentación de las denuncias. 

Agrega, por último, a los delitos consistentes en la comunicación fraudulenta de secretos de la fábrica en que el imputado ha estado o está empleado.

Prevé, además, dos circunstancias, en incisos separados: la primera es la denuncia por otras personas a falta del directamente ofendido, y la segunda es la actuación de oficio por el ministerio público.

En esos términos, estableció que, si falta el directamente ofendido, puede denunciar el hecho alguna de las personas que el propio Código considera como víctima en los casos en que el ofendido hubiere muerto a consecuencia del delito o no pudiere ejercer los derechos que el Código le otorga. Ahora bien, cuando el ofendido fuere menor de edad o estuviere imposibilitado de denunciar, o quienes pudieren formularla se encontraren imposibilitados o implicados en el hecho, el ministerio público podrá proceder de oficio.

Se propone rechazar el artículo para excluir las lesiones del artículo 399 y dejar vigentes las normas de la ley sobre delitos sexuales y, también, para instar por la eliminación de sus incisos antepenúltimo y penúltimo, que permiten denunciar a personas diferentes de la persona ofendida por el delito.

Artículos 68 y 70, 336, 340, 341, 361, 374, 382, 394, 376 nuevo y 387 nuevo

Los artículos 68 y 70, refundidos, han pasado a ser artículo 59.

El artículo 68 establece, como principio general, que durante la tramitación del procedimiento penal se deduzcan las acciones encaminadas a reparar las consecuencias civiles del hecho punible, como son, entre otras, las que persigan la restitución de la cosa o su valor, o la indemnización de los perjuicios ocasionados.

Declara que, en consecuencia, podrán intentarse ante el tribunal que conociere el procedimiento penal las acciones civiles que persigan la reparación de los efectos patrimoniales de las conductas de los imputados.

El artículo 70 plantea el ejercicio alternativo de acciones civiles ante el juez civil o ante el juez del crimen, salvo la que tuviere por objeto únicamente la restitución de una cosa, la que debe interponerse necesariamente ante este último.

Advierte que la acción planteada por la vía del procedimiento civil no podrá ser ejercida nuevamente durante el curso del procedimiento penal.

Finalmente, impide que, admitida a tramitación la demanda civil en el procedimiento penal, se deduzca nuevamente ante un tribunal civil, salvo el caso de suspensión o terminación anticipada del procedimiento penal que se contempla en el inciso segundo del artículo 69.

El Senado refundió las materias contenidas en ambas disposiciones en el artículo 59, en términos de contemplar tres situaciones distintas. 

Una de ellas consiste en que la acción civil que tuviere por objeto únicamente la restitución de la cosa debe siempre interponerse en el procedimiento penal, de conformidad a la regla especial que se consulta más adelante. 

Otro caso es el de las acciones civiles que pueda interponer la víctima contra el imputado, que pueden deducirse en sede criminal o en sede civil. 

Por último, se encuentran las otras acciones civiles que pueden interponer personas distintas de la víctima o dirigirse en contra de personas distintas del imputado, las cuales necesariamente deberán debatirse en sede civil.

Se propone rechazar este artículo para permitir que la víctima pueda también demandar civilmente en el juicio penal a los terceros civilmente responsables.

Además, se busca reemplazar los incisos segundo y tercero para que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 298, durante la tramitación del procedimiento penal la víctima pueda deducir, respecto del imputado y de las personas que, según la ley respondan civilmente por sus hechos, todas las acciones que tuvieren por objeto perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible, pudiendo la víctima ejercer también esas acciones ante el tribunal civil correspondiente.

Se desea eliminar la oración " Con todo..." para que se apliquen las reglas generales, sobre retiro de la demanda antes de notificarse, litispendencia y cosa juzgada.

Las acciones civiles de terceros perjudicados, encaminadas a reparar las consecuencias civiles del hecho punible deberán deducirse ante el tribunal civil que fuere competente de acuerdo a las reglas generales. 

-o-

Como corolario de los acuerdos adoptados respecto de las acciones civiles que se pueden interponer en el juicio penal, la Comisión estimó pertinente recomendar también el rechazo de las adiciones o enmiendas recaídas en los artículos 336 (298), 340 (304), 341 (308), 361 (328), 374 (340), 382 (344), 394 (357 y 362), 376, nuevo, y 387, nuevo.

Los números entre paréntesis corresponden al texto del Senado.

El rechazo de estos artículos se funda en las siguientes razones:

En el artículo 336, que ha pasado a ser artículo 298, que se refiere al resumen de las presentaciones de los intervinientes se quiere agregar una disposición que faculte al juez de garantía para negarse a admitir a tramitación las demandas civiles deducidas contra terceros, cuando la complejidad de las cuestiones propuestas o el número de personas demandadas, pudiere ocasionar considerable retardo o pudiere entorpecer significativamente la tramitación del juicio oral 

En el artículo 340, que ha pasado a ser artículo 304, que se refiere a la conciliación sobre la responsabilidad civil en la audiencia de preparación del juicio oral, a la que el juez puede llamar al querellante y al imputado, se desea agregar al tercero demandado.

En el artículo 341, cuyos incisos primero y tercero han pasado a ser artículo 308, que se refiere al auto de apertura del juicio oral, se establece que en la resolución respectiva, entre otras indicaciones, se debe mencionar "la demanda civil".

La disposición debe referirse a "la o las demandas civiles", atendido el hecho de que la víctima también puede accionar en el juicio penal contra el tercero demandado.

En el artículo 361, que ha pasado a ser artículo 328, que se refiere a la defensa y declaración del acusado, se desea incluir la defensa y declaración del tercero demandado, una vez concluida la defensa del acusado, para lo cual se concederá la palabra a su apoderado, para que conteste la demanda y exponga lo conveniente a sus derechos.

En el artículo 374, que ha pasado a ser artículo 340, relativo al alegato final y clausura de la audiencia del juicio oral, es necesario incluir al apoderado del tercero demandado, entre los intervinientes a quienes el presidente de la sala debe otorgar la palabra, concluida la recepción de las pruebas.

En el artículo 382, que ha pasado a ser artículo 344, que se refiere al contenido de la sentencia, deben hacerse variados ajustes para contemplar a las partes civiles, para lo cual se hace necesario reemplazar algunas de sus letras por las siguientes:

a) La mención del tribunal y el lugar y fecha de su dictación, la identificación del acusado y, en caso de haberse deducido acción civil, la identificación de las partes civiles;

b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren sido objeto de la acusación; en su caso, los daños cuya reparación se reclamare en las demandas civiles, la pretensión reparatoria y las defensas del acusado y del tercero demandado; 

e) La resolución que condenare o absolviere a cada uno de los acusados por cada uno de los delitos que la acusación les hubiere atribuido, la que se pronunciare sobre las responsabilidades civiles de los demandados, si los hubiere y fijare el monto de las indemnizaciones a que hubiere lugar;

En el artículo 394, que ha sido desglosado en los artículos 357 y 362, relativos al efecto de la interposición de recursos y a las decisiones sobre los recursos, se requiere agregar en este último una disposición para que también favorezca al acusado el recurso del tercero demandado cuando en virtud de su interposición, se establezca cualquiera situación relativa a la acción penal, de que deba seguirse la absolución del acusado aun cuando éste no haya recurrido el fallo condenatorio.

Ha de recordarse al efecto, que este Artículo 394 indica que, si sólo uno de varios imputados por el mismo delito entablare el recurso contra la resolución, la decisión favorable que se dictare aprovechará a los demás, a menos que los fundamentos fueren exclusivamente personales del recurrente, debiendo el tribunal declararlo así expresamente.

También favorecerá al imputado en su responsabilidad penal el recurso de un responsable civil, cuando en virtud de su interposición se estableciere cualquier situación relativa a la acción penal de que debiere seguirse la absolución del imputado.

El tribunal que conociere de un recurso sólo podrá pronunciarse sobre las solicitudes formuladas por los recurrentes, quedándole vedado extender el efecto de su decisión a cuestiones no planteadas por ellos o más allá de los límites de lo solicitado, salvo en los casos previstos en el artículo 422.

La interposición de un recurso no suspenderá la ejecución de la decisión, salvo que la ley disponga expresamente lo contrario.

-o-

El Senado reparó en que esta disposición trata conjuntamente dos situaciones distintas.

Una, como reza su título, son los "efectos de la interposición de los recursos", que, estrictamente, sólo están considerados en el inciso final de la disposición, al establecer como principio general que la interposición de un recurso no suspende la ejecución de la decisión. 

Estuvo de acuerdo con esta regla, que es perfectamente aplicable a los casos de sentencia definitiva absolutoria, la que se cumple de inmediato según dispone el artículo 419, y de otras resoluciones judiciales. 

No lo es en los casos de sentencia definitiva condenatoria, la que no puede cumplirse mientras no esté firme, y, por su importancia, pese a que queda comprendida en la excepción referida a la disposición legal expresa en contrario, prefirió mencionarla específicamente. 

Así se consulta en el artículo 357 del proyecto de Código, que dispone que la interposición de un recurso no suspenderá la ejecución de la decisión, salvo que se impugnare una sentencia definitiva condenatoria o que la ley dispusiere expresamente lo contrario.

-o-

La otra situación regulada en el artículo no se relaciona en verdad con la interposición de los recursos, sino que con las decisiones que los tribunales superiores pueden adoptar al conocer de ellos. 

Por razones de claridad, decidió consignar esta materia en un artículo diferente, signado como artículo 362.

Ese nuevo artículo quedó compuesto, en primer lugar, por el inciso tercero del artículo 394, que impide resolver "ultra petita", salvo un caso, que quedó referido a la posibilidad de la Corte que conoce el recurso de nulidad interpuesto a favor del imputado de acogerlo, de oficio, por un motivo distinto del invocado por el recurrente, siempre que fuere alguno de los motivos absolutos de nulidad. Adicionó la mención de otro caso, cual es precisamente el que prevé el inciso siguiente del mismo nuevo artículo 362.

Tal inciso corresponde al inciso primero del artículo 394, que extiende a todos los imputados la decisión favorable recaída en el recurso interpuesto por uno de ellos, salvo que sus fundamentos fueren exclusivamente personales del recurrente.

El último inciso del nuevo artículo 362 consagra la "reformatio in peius", en virtud de la cual, si la resolución hubiere sido objeto de recurso por un solo interviniente, la Corte respectiva no podrá reformarla en perjuicio del recurrente. 

Proviene del artículo 433 del proyecto, que consagraba este principio a propósito del recurso de casación, pero por su trascendencia le pareció necesario instaurarlo dentro de las disposiciones generales a todos los recursos.

El inciso segundo del artículo 394, que de alguna forma extendía el principio "pro reo" a los casos en que, a consecuencia del recurso interpuesto por un tercero civilmente responsable, se modificara la situación penal del imputado, fue rechazado.

En el artículo 376, nuevo, relativo a los motivos absolutos de nulidad, se hace necesario agregar la siguiente letra: "g) Cuando la sentencia hubiere sido dictada en oposición a otra pasada en autoridad de cosa juzgada".

En el artículo 387, nuevo, sobre nulidad de la sentencia, es necesario agregar un inciso nuevo para permitir que también se deba dictar sentencia de reemplazo si se acogiere el recurso que impugna la decisión del fallo sobre las demandas civiles interpuestas.

-o-

Por último, si se acepta la intervención del tercero demandado, se hará necesario agregar como nuevo párrafo 8º del título IV del Libro Primero, relativo a los sujetos procesales, el siguiente:

"Párrafo 8º. El tercero demandado".

En el párrafo en cuestión debería incluirse una disposición, con la numeración que corresponda, que fije los derechos del tercero demandado.

De esta forma, toda persona en contra de quien se haya interpuesto una demanda civil en el procedimiento penal, por hechos en los que no tenga responsabilidad penal o en contra de quienes hayan decretado medidas destinadas a preparar o a cautelar tal demanda, tendrá derecho a intervenir en el procedimiento, designando abogado y exponiendo cuanto estime conveniente a su defensa.

Podrá, asimismo, proponer al ministerio público la práctica de las diligencias que estime adecuadas para la defensa de sus intereses.

Artículo 81

Ha pasado a ser artículo 62.

Se refiere a la actuación de los demandados, esto es, el imputado y el tercero civilmente demandado, quienes pueden contestar la demanda u oponer las acciones que estimen pertinentes, además de señalar los vicios formales de que adolezca el libelo para que se corrijan.

En su contestación, deberán indicar cuáles serán los medios probatorios de que se valdrán.

El Senado alteró, en el inciso primero, el orden de las actuaciones que realiza el demandado, para señalar en primer lugar la oposición de excepciones y luego la contestación de la demanda, mencionándolas además en forma copulativa y no disyuntiva. En el inciso segundo, suprimió la referencia a un inciso determinado, por entender que la referencia debe ser hecha al artículo respectivo en su totalidad.

Se propone rechazar esta disposición para hacer una referencia genérica a los demandados y no sólo al imputado, atendidas las enmiendas que se han propuesto respecto del ejercicio de las acciones civiles en el juicio penal.

Artículo 83

Ha pasado a ser artículo 63.

Trata de los incidentes relacionados con la demanda y su contestación, los que deben resolverse durante la audiencia de preparación del juicio oral, sin retardar el curso del procedimiento penal.

Por razones de concordancia, el Senado suprime la frase final y hace referencia expresa al artículo 301, que ordena subsanar en la audiencia de preparación del juicio oral los vicios formales sin suspenderla, si fuere posible o, en caso contrario, suspendiéndola por el plazo de cinco días.

Se rechaza la disposición para permitir agregar una norma que establezca que, no obstante, si se hubieren solicitado medidas destinadas a cautelar la demanda civil, los afectados podrán ejercer, desde luego, los derechos que estimen asistirles en relación con tales medidas.

Artículo 99

Ha pasado a ser artículo 79.

Señala cuál es la función de la policía en el procedimiento penal.

Los agentes de la Policía de Investigaciones de Chile son auxiliares del ministerio público para los efectos de llevar a cabo las diligencias de la instrucción. 

Deben, por iniciativa propia o por orden del ministerio público, investigar los hechos punibles de acción pública y los que dependan de instancia privada cuando corresponda, y ejecutar las medidas de coerción que el ministerio público decrete.

La misma función debe cumplir Carabineros de Chile en los lugares en que no exista Policía de Investigaciones y, aun existiendo, cuando el fiscal a cargo del caso lo resuelva.

Si el delito es de acción privada, los funcionarios de la policía no practicarán diligencias de investigación, salvo orden judicial previa.

En la actualidad, el mayor problema del sistema vigente es que, al no haber comunicación entre la policía y los jueces, el producto de la investigación policial no tiene un efecto eficaz.

Una vez aprobada la nueva legislación, no sería raro que se produjera en Chile, como ha sucedido en otros países, un problema de poder complicado, que es el poder real, en que los fiscales tratarán de que la policía les obedezca y la policía tratará, de algún modo, de anular tal poder.

Si en el texto legal las normas son ambiguas en esta materia, la policía seguirá haciendo lo que quiera y los fiscales tendrán muchas dificultades para hacer cumplir sus decisiones.

En lo que respecta a la distinta función que se le encomienda a la Policía de Investigaciones y a Carabineros de Chile, se explicó que ello obedece a que la primera es la policía que está al servicio de la investigación criminal. 

En consecuencia, cualquier delito de que conozca, el funcionario de Investigaciones está obligado a investigarlo, dando parte al ministerio público y obedeciendo sus órdenes. 

Carabineros, en cambio, sólo podrá hacer investigaciones criminales completas cuando el ministerio público se lo ordene.

El Senado ha reemplazado este artículo, con el objeto de regular conjuntamente la situación de Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones.

Eliminó la mención de que la policía pueda investigar "por iniciativa propia", que no se aviene con el mandato constitucional que entrega la dirección de la investigación al ministerio público, y estimó preferible hacer remisión a los artículos básicos que la regulan, siempre previas instrucciones del ministerio público. 

Por razones de mayor sistematicidad, incluyó el caso de los delitos que dependen de previa instancia particular, contemplados en el inciso tercero.

Conservó el inciso segundo, relativo a Carabineros de Chile, con cambios de redacción, teniendo en vista la que contempla el artículo 74 del Código de Procedimiento Penal.

Resolvió también mantener la idea actualmente contenida en el inciso tercero del mismo artículo 74, en orden a que el fiscal pueda también encomendar a Gendarmería de Chile las diligencias que deban practicarse por hechos cometidos al interior de recintos carcelarios, lo que no le impedirá encomendarlas a la policía o realizadas personalmente. 

Este artículo se ha rechazado con el objeto de definir, con toda claridad, el papel que deben desempeñar la Policía de Investigaciones y Carabineros de Chile.

Artículo 85 nuevo

Este artículo establece el control de identidad.

Permite a los funcionarios de la policía, sin orden de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, tales como el indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un delito, o que se dispusiere a cometerlo o pudiere suministrar antecedentes útiles para la indagación de un delito.

La identificación se hará en el lugar en que se encuentre, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte.

Si se negare a identificarse o no pudiere hacerlo, la policía lo puede conducir a una unidad policial cercana para fines de identificación.

Si se niega, incurre en falta.

Si no le ha sido posible hacerlo, se le deben dar facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios. Si no resultare posible, se le ofrecerá ponerla en libertad si autoriza por escrito que se le tomen fotos y huellas digitales, las que sólo pueden ser utilizadas para fines de identificación.

Este trámite no puede prolongarse por más de cuatro horas.

Se propone rechazar esta disposición con un doble propósito.

Permitir que la identidad de los menores de edad pueda acreditarse, además, con el carnet o pase escolar, a menos que el documento fuere ostensiblemente falso. 

Para el caso de que la persona no pueda identificarse, para que pueda recuperar su libertad, sin más requisitos que estampar de su puño y letra sus datos personales y su impresión dígito-pulgar, o sólo ésta, si no supiere o no pudiere escribir, en un formulario que proporcionará la policía.

Artículo 95 nuevo

Contempla una acción rápida de amparo, que se puede interponer verbalmente por cualquier persona ante el juez de garantía, con el objeto de que examine la legalidad de la detención y las condiciones en que se encontrare el detenido, así como para que ordene su libertad o adopte las medidas que fueren procedentes.

Se propone rechazar la disposición con el objeto de efectuar algunas precisiones en ella.

De esta forma, toda persona privada de libertad tendrá derecho a ser conducida sin demora ante un juez de garantía, con el objeto de que éste examine la legalidad de su privación de libertad, si se hubiere practicado sin orden judicial previa y, en todo caso, para que constituyéndose, si fuere necesario, en el lugar en que la persona se encontrare, examine las condiciones de la detención. El juez podrá ordenar la libertad o adoptar u ordenar adoptar las medidas que fueren procedentes.

Artículo 135

Ha pasado a ser artículo 108.

Considera víctima, para los efectos de este Código, al directamente ofendido por el delito.

Agrega que, en los delitos cuya consecuencia fuere la muerte del ofendido y en los casos en que éste no pudiere ejercer los derechos que en este Código se le otorgan, se considerará víctima: al cónyuge y a los hijos; a los ascendientes, al conviviente; a los hermanos y al adoptado o adoptante.

Hace presente que, para los efectos de su intervención en el procedimiento, la enumeración precedente constituye un orden de prelación, de manera que la intervención de una o más personas pertenecientes a una categoría excluye a las comprendidas en las categorías siguientes.

El Senado hizo suya la filosofía que inspira el proyecto en cuanto a reconocer a la víctima un estatuto propio por el solo hecho de serlo, sin necesidad que ejerza querella, lo que es plenamente congruente con el hecho de que es la persona directamente afectada por el delito o sus familiares cercanos, ficción esta última destinada a que puedan ejercer sus derechos y a hacerles extensiva la protección que la Constitución y el Código obligan al ministerio público a brindar a las víctimas.

No se opone a este estatuto de la víctima la existencia del querellante, ya que la víctima normalmente será el querellante y, aun cuando no lo sea, el querellante, como interviniente, es una eficaz herramienta de control de la gestión del ministerio público.

En el encabezamiento del inciso segundo sustituyó la palabra "resultado" por "consecuencia", habida consideración que la primera noción tiene un significado técnico en derecho penal que puede inducir a confusiones.

Respecto de las personas mencionadas en el mismo inciso a quienes se considerará víctima en los delitos cuya consecuencia fuere la muerte del ofendido y en los casos en que éste no pudiere ejercer los derechos que en este Código se le otorgan, se aprobó la mención del cónyuge y los hijos, contenida en la letra a).

En la letra b), relativa a los ascendientes legítimos, se suprimió la palabra "legítimo" en atención a lo dispuesto en el Código Civil, luego de la entrada en vigor de la ley Nº 19.585, que suprime la diferencia entre el parentesco legítimo y el natural.

La letra d) se refiere a los demás parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad inclusive. Estimó que otorgar este derecho a los parientes hasta el cuarto grado inclusive podría comprender a un número excesivo de personas, por lo cual prefirió hacerlo extensivo sólo hasta los hermanos, por entender que los verdaderamente afectados son los más cercanos al directamente ofendido por el delito.

La letra e), que contempla al adoptado y al adoptante, fue aprobada, en el entendido de que sólo se refiere a aquellos casos de adopción no constitutiva de estado civil -contrato de adopción y adopción simple- ocurridas bajo el marco de la legislación anterior a la ley vigente sobre la materia. 

La letra g), relativa al heredero testamentario, no fue compartida, atendida la relación meramente patrimonial de esta persona con el directamente ofendido por el delito. Ello no obsta a que pueda deducir querella, situación que se previó incorporándolo en el inciso primero del artículo referido al querellante, como uno de los titulares de la acción.

Se propone rechazar esta disposición, para precisar mejor el concepto de víctima, eliminando la palabra "directamente".

Artículo 137

Ha pasado a ser artículo 109.

Consagra los derechos que puede ejercer la víctima en el procedimiento penal, apuntando que no podrán ser ejercidos por quien fuere imputado del delito respectivo.

En la letra c) del texto aprobado por el Senado, se consagra el derecho a ejercer contra el imputado acciones tendientes a perseguir las responsabilidades civiles provenientes del hecho punible.

Se propone rechazar este artículo con el fin de permitir a la víctima ejercer contra el imputado y contra el tercero civilmente responsable, acciones tendientes a perseguir las responsabilidades civiles provenientes del hecho punible. 

Artículo 110 nuevo

Se refiere a la información que debe darse a las personas mencionadas en el artículo 135 cuando no hubieren intervenido en el procedimiento.

En tal caso, el ministerio público debe informar de sus resultados al cónyuge del directamente ofendido por el delito, o, en su defecto, a alguno de sus hijos u otra de esas personas.

Con el rechazo se busca precisar que esta norma se refiere a la no intervención en el procedimiento de las personas enunciadas en el inciso segundo del artículo 135, que ha pasado a ser artículo 108.

Artículo 161

Ha pasado a ser artículo 131.

Se refiere a los plazos dentro de los cuales debe presentarse al detenido ante la autoridad. Señala al efecto que el agente policial que practicare la detención, así como el que recibiere al detenido, conducirán al imputado directa e inmediatamente ante los fiscales del ministerio público o bien ante el juez, cuando éste hubiere emitido la orden. Si ello no resultare posible por no ser hora de despacho, deberá conducirlo a la unidad policial, donde permanecerá hasta la hora de funcionamiento del ministerio público, período que en ningún caso podrá exceder de doce horas.

El Senado reemplazó esta disposición para precisar que, cuando la detención se practica en cumplimiento de una orden judicial, el detenido debe ser conducido a presencia del juez que la ordenó. Si ello no fuere posible, por no ser hora de despacho, el detenido puede permanecer en el recinto policial o de detención hasta el momento de la primera audiencia judicial, por un período que en caso alguno excederá las cuarenta y ocho horas.

En cambio, si lo fue por flagrancia, la policía debe informar al ministerio público dentro de un plazo máximo de doce horas y prever la posibilidad de que el fiscal deje sin efecto la detención u ordene conducir al detenido ante el juez.

Se propone rechazar la disposición con el fin de precisar que cuando la detención se practicare en cumplimiento de una orden judicial, los agentes policiales que la hubieren realizado o el encargado del recinto de detención, conducirán inmediatamente al detenido a presencia del juez que hubiere expedido la orden. Si ello no fuere posible por no ser hora de despacho, el detenido podrá permanecer en el recinto policial o de detención hasta el momento de la primera audiencia judicial, por un período que en caso alguno excederá las veinticuatro horas.

Artículo 170

Ha pasado a ser artículo 140.

Dispone que el juez, a solicitud del fiscal del ministerio público o del querellante, podrá ordenar la prisión preventiva del imputado con posterioridad a la declaración judicial indagatoria y a la formalización de la instrucción, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: que existan antecedentes que justifiquen la existencia del delito que se investiga; que de las diligencias de investigación realizadas aparezcan presunciones fundadas para estimar que el imputado ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o encubridor, y que basándose en antecedentes calificados, el juez considere la prisión preventiva como indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación o cuando la libertad del imputado sea peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido.

A continuación, expresa que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de las investigaciones, cuando existiere sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación mediante la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.

Hace presente que, para determinar si la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad se podrá tomar en consideración alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios contemplados en la ley Nº 18.216, o la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de los delitos de que trataren.

Por otra parte, indica que se entenderá que la seguridad del ofendido se encuentra en peligro por la libertad del imputado cuando existieren antecedentes calificados que permitan presumir que éste realizará atentados graves en contra del primero.

Concluye manifestando que la prisión preventiva procederá, asimismo, respecto del imputado que no compareciere a la audiencia del juicio oral. 

El Senado ha sustituido esta disposición.

En relación con el primer inciso, estuvo de acuerdo en consignar expresamente que, como el juez no tendrá antecedentes para resolver, es el fiscal o el querellante, según quien lo solicite, el que deberá acompañar los antecedentes que justifiquen decretar la medida. De lo contrario, el juez deberá rechazar la petición. Aunque en todo el proyecto subyace la obligación de fundar las peticiones que se hagan al tribunal, en este punto de por suyo delicado se prefirió explicitarlo, para evitar que frente a la opinión pública aparezca el juez como responsable de la libertad de un imputado, en circunstancias que la responsabilidad deberá recaer sobre quien no aportó los elementos de convicción suficientes.

Suprimió, también, en el encabezamiento, la frase "a la declaración judicial indagatoria y", por ser consecuencia de la desaparición de tal instituto procesal.

Modificó también la letra b) para limitarse a exigir la existencia de antecedentes que permitan presumir fundadamente que el imputado ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o encubridor, en vez de aludir a presunciones, medio de prueba que este Código no contempla, y añadir que ellas deben emanar de las diligencias de la investigación, en la cual el juez no tiene participación. Con ello se refuerza la idea de que quien solicita la medida cautelar debe aportar al juez los elementos que la justifiquen.

El inciso segundo, que indica los casos en que se entiende que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de las investigaciones, se aprobó con el reemplazo de la expresión "las investigaciones" por "la investigación".

En relación con el inciso tercero, referido a la seguridad de la sociedad, lo eliminó por considerar que es una reminiscencia del sistema anterior, incompatible con el nuevo Código. Este inciso se explica en el contexto de un juez investigador, acusador y sentenciador, cuyas principales y determinantes actuaciones, las del sumario, se realizan bajo el amparo del secreto. Dentro de ese marco, es lógica la preocupación del legislador por señalarle ciertas pautas orientadoras de sus decisiones sobre la prisión preventiva. Pero esa razón de ser desaparece cuando el juez pasa a desempeñar un papel no comprometido con la investigación, sino que con el cumplimiento de los requisitos legales, al cual el fiscal y el defensor le presentarán todos los argumentos y antecedentes de que dispongan para fundar su decisión. Lo que ahora hace el legislador, por tanto, pesará sobre los intervinientes en el procedimiento, no sobre la base de consideraciones abstractas, sino que a la luz del caso concreto. Se cumplirán, entonces, de mejor manera la norma constitucional que permite al tribunal fundar su resolución en cualquier motivo, no necesariamente en los que el legislador le indica, para llegar determinar si la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad o no lo es.

El inciso cuarto, relativo a la seguridad del ofendido, fue sustituido para declarar que se entiende que la seguridad de la víctima se encuentra en peligro, de otorgarse la libertad al imputado, cuando existiere un antecedente calificado que permita presumir que éste realizará atentados en contra del primero o de su familia o de sus bienes.

Se propone rechazar esta disposición para restablecer la normativa que indica en qué casos la libertad del imputado resulta peligrosa para la seguridad de la sociedad.

Artículo 171

Ha pasado a ser artículo 141.

Contempla los casos en que no procede la prisión preventiva.

Señala que ella no se podrá ordenar cuando aparezca desproporcionada en relación con la gravedad del delito, las circunstancias de su comisión y la sanción probable.

Indica, a continuación, los casos en que nunca procederá, sin perjuicio de la obligación del imputado de permanecer en el lugar del juicio, presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia.

Las normas propuestas pretenden aplicar el principio de proporcionalidad, por cuanto es muy poco probable que el sujeto arriesgue una verdadera privación de libertad tratándose de penas privativas de libertad inferiores a tres años, porque, en general, hay medidas alternativas que hacen que no se apliquen estas penas. 

El Senado introdujo diversas enmiendas, consistentes en simplificar la redacción de la letra a); incorporar como tercer caso de improcedencia el previsto en el inciso final; y declarar que tampoco procede la prisión preventiva respecto del imputado que se encontrare cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad.

Con la segunda de tales enmiendas quiso evitar la incongruencia con las normas sobre salidas alternativas que contempla el propio Código, porque se dificultaría su aplicación si la persona sigue privada de libertad. 

Además, se guarda proporcionalidad entre la pena que el delito merece y la privación de libertad, es decir, si la pena asignada al delito se va a cumplir en libertad, aunque sea restringida, no se justifica ordenar respecto del imputado la prisión preventiva.

A su vez, con la última modificación se hizo cargo de la inquietud planteada por Gendarmería de Chile acerca de la ausencia de norma que regule la situación, lo que se traduce en ocasiones en un perjuicio para los interesados al momento de computarles el tiempo de privación de libertad.

Se propone rechazar esta disposición con el objeto de reestudiar los casos que hacen improcedente la prisión preventiva.

De un modo en especial, se desea que ella no proceda cuando el delito imputado esté sancionado únicamente con penas pecuniarias o privativas de derechos o con una pena privativa o restrictiva de la libertad, de duración no superior a la de presidio o reclusión menores en su grado mínimo; cuando se tratare de un delito de acción privada, o cuando el juez considerare que, en caso de ser condenado, el imputado pudiere ser objeto de alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad contempladas en la ley.

Sin perjuicio de lo anterior, el imputado deberá permanecer en el lugar del juicio hasta su término, presentarse a los actos del procedimiento y a la ejecución de la sentencia, inmediatamente que fuere requerido o citado en conformidad a los artículos 33 y 123.

Podrá, en todo caso, decretarse la prisión preventiva en los eventos previstos en las letras a), b) y c) que anteceden, cuando el imputado hubiere incumplido alguna de las medidas cautelares previstas en el párrafo 6º de este Título o cuando el juez considerare que el imputado pudiere dejar de cumplir lo establecido en el inciso precedente. Sin embargo, la prisión preventiva del que se encuentre en la situación prevista en la letra a) de este artículo, no podrá exceder de dos meses.

Se decretará también la prisión preventiva del imputado que, injustificadamente, no hubiere asistido a la audiencia del juicio oral. La resolución respectiva se dictará en la misma audiencia a petición del fiscal o del querellante.

Artículo 180

Ha pasado a ser artículo 150.

Contempla diversas reglas sobre la ejecución de la medida de prisión preventiva, otorgando competencia al juez de garantía para supervisar la ejecución de la prisión preventiva ordenada en las causas de que conozca.

Entre ellas, que la prisión preventiva se cumplirá en establecimientos especiales, diferentes de los que se utilicen para los condenados o, al menos, en lugares absolutamente separados de los destinados para estos últimos.

El Senado sustituyó esta disposición, con el objeto de indicar que la prisión preventiva que no se cumpliere en la propia casa del imputado se ejecutará en establecimientos especiales, diferentes de los que se utilicen para los condenados o, al menos, en lugares absolutamente separados de los destinados para estos últimos.

Se propone rechazar este artículo con el fin de insistir en la norma aprobada por la Corporación en el primer trámite constitucional, dado que la detención del imputado en su casa es excepcional.

Artículos 185 y 186

Han pasado a ser artículo 155.

El artículo 185 enuncia otras medidas cautelares personales, distintas de la prisión preventiva que puede imponer el tribunal al imputado para garantizar el éxito de las diligencias de investigación, proteger al ofendido o asegurar la comparecencia del imputado a las actuaciones del procedimiento o ejecución de la sentencia. Ellas pueden disponerse después de formalizada la instrucción, a petición de los fiscales del ministerio público, del querellante o la víctima, y salvo los casos del artículo 153, en los cuales el juez no puede ordenar medidas coercitivas que recaigan sobre la libertad del imputado, como ser, cuando se trate de faltas, de delitos que no merezcan penas restrictivas de libertad o ésta sea inferior a presidio menor en su grado mínimo.

Tales medidas consisten en el arresto domiciliario en su casa o en la que el propio imputado señalare, si aquélla se encontrare fuera de la ciudad asiento del tribunal; la sujeción a la vigilancia de una persona o institución determinada, las que informarán periódicamente al juez; la obligación de presentarse periódicamente ante el juez o ante la autoridad que él designe; la prohibición de salir del país, de la localidad en la cual resida o del ámbito territorial que fije el juez; la prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar determinados lugares; la prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afecte el derecho a defensa, y la prohibición de aproximarse al ofendido o su familia y, en su caso, la obligación de abandonar el hogar que compartiere con aquél.

Agrega que el juez podrá imponer una o más de estas medidas según resulte adecuado al caso y ordenará las actuaciones y comunicaciones necesarias para garantizar su cumplimiento.

El artículo 186, a su turno, dispone que la procedencia, duración, impugnación y ejecución de las medidas cautelares previstas en el artículo anterior se regirán por las disposiciones aplicables a la prisión preventiva, en cuanto no se opusieren a lo previsto en este párrafo.

El Senado ha eliminado en el inciso primero la frase "y salvo los casos del artículo 153", por considerar que el tribunal debe tener la posibilidad de aplicar algunas de estas medidas, como las restrictivas de la libertad de locomoción.

La medida de prohibición de concurrir a determinadas reuniones o de visitar determinados lugares fue ampliada, en términos de que la prohibición pueda referirse a concurrir o asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, o visitar determinados lugares. 

Se recomienda rechazar este artículo, con el objeto de poder establecer en él, como medida cautelar personal, la privación de libertad, total o parcial, en su casa o en la que el propio imputado señalare, si aquélla se encontrare fuera de la ciudad asiento del tribunal.

Artículos 199 al 239

Han pasado a ser artículos 166 al 195.

Todos ellos se refieren a la prueba y se encuentran en el título VIII del Libro Primero, en cinco párrafos diferentes.

La proposición de rechazo no tiene otra finalidad que cambiar su ubicación, desde el Libro Primero al Libro Segundo, que se refiere al procedimiento ordinario, título III del mismo, relativo al juicio oral.

Por tal motivo, estos artículos no son objeto de comentarios en este informe.

Artículo 248

Ha pasado a ser artículo 205.

Menciona, como personas que están obligadas a denunciar, a los miembros de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y de Gendarmería, respecto de todos los delitos que presencien o lleguen a su noticia, y a los miembros de las Fuerzas Armadas, en cuanto a todos los delitos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones; los empleados públicos, los delitos de que tomen conocimiento en el ejercicio de sus funciones y, especialmente, los que noten en la conducta ministerial de sus subalternos; los jefes de puertos, aeropuertos, estaciones de trenes o buses o de otros medios de locomoción o de carga, los capitanes de naves o de aeronaves comerciales que naveguen en el mar territorial o en el espacio territorial, respectivamente, y los conductores de los trenes, buses u otros medios de transporte o carga, los delitos que se cometan durante el viaje, en el recinto de una estación, puerto o aeropuerto o a bordo del buque o aeronave; los jefes de establecimientos hospitalarios o de clínicas particulares y, en general, los profesionales en medicina, odontología, química, farmacia y de otras ramas relacionadas con la conservación o el restablecimiento de la salud, y los que ejerzan prestaciones auxiliares de ellas, que noten en una persona o en un cadáver señales de envenenamiento o de otro delito, y los directores, inspectores y profesores de establecimientos educacionales de todo nivel, los delitos que afecten a los alumnos.

Agrega que la denuncia realizada por alguno de los obligados en este artículo exime al resto.

El Senado estimó pertinente incorporar en esta obligación a los senadores y diputados, así como a los fiscales, en lo que atañe a los delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones, y de extender el deber de denunciar de los directores, inspectores y profesores de establecimientos educacionales a los hechos que hubieren tenido lugar en el establecimiento.

Se propone rechazar esta disposición, con el objeto de precisar las denuncias obligatorias.

En el caso de los senadores y diputados, los delitos de que tomaren conocimiento mientras se desempeñan en las Salas o en las Comisiones del Congreso Nacional.

Los fiscales y los demás empleados públicos, los delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones y, especialmente, en su caso, los que notaren en la conducta ministerial de sus subalternos.

Artículo 223, nuevo

Regula la comparecencia del imputado ante el ministerio público.

Se propone rechazar esta disposición, eliminándola del proyecto.

Artículos 118, 119, 121 y 260

Han pasado a ser, refundidos, artículo 224, que se refiere, en general, a la declaración voluntaria del imputado.

Se propone rechazar este artículo con el objeto de darle una redacción más simplificada, disponiéndose, al efecto, que el imputado no podrá negarse a proporcionar al ministerio público su completa identidad. Si, además, se allanare a prestar declaración, se le deberá proporcionar, previamente, el contenido íntegro de la imputación en su contra.

Artículo 261

Ha pasado a ser artículo 227, sobre careo ante el fiscal.

Permite que, cuando los testigos o los imputados entre sí, o aquéllos con éstos, discordaren acerca de algún hecho o circunstancia relevante para el procedimiento, los fiscales del ministerio público los podrán confrontar, al objeto de que expliquen sus contradicciones o aclaren las discrepancias que surgieren de las respectivas declaraciones. Esta diligencia procederá igualmente con respecto a los querellantes particulares.

Para estos efectos, se explicará a las personas confrontadas cuáles son las contradicciones o discrepancias existentes, a fin de superar las diferencias y de esclarecer los hechos o circunstancias sobre los cuales aquéllas recayeren, invitándoseles a exponer cuanto consideraren necesario. En casos calificados se podrá admitir que las personas confrontadas se dirijan preguntas, con los mismos fines. Faculta también para practicar el careo entre dos o más personas.

Añade que regirán, respectivamente, las reglas relativas a la declaración de testigos y del imputado. En todo caso, se adoptarán los resguardos necesarios para no ocasionar a los participantes en la actuación menoscabo a su dignidad y para garantizarles su seguridad e integridad psíquica y física, especialmente a las víctimas de delitos sexuales.

El Senado lo ha aprobado con modificaciones.

Se propone eliminar esta disposición, considerando, entre otras razones, que el imputado no está obligado a declarar, que se podría producir un amedrentamiento hacia los testigos, y que carece de valor probatorio para el juicio oral. 

Artículo 277

Ha pasado a ser artículo 237.

Faculta a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones, aun sin orden judicial, en caso de delito flagrante, para efectuar el registro cuando existieren fundadas sospechas de que el responsable del delito se encuentra en un determinado edificio o lugar cerrado. En estos casos, el funcionario que practicare el registro deberá individualizarse y cuidará que la diligencia se realice causando el menor daño y las menores molestias posibles a los ocupantes del recinto. Asimismo, deberá entregar al propietario o encargado del edificio o lugar un certificado que acredite el hecho del registro, la individualización de los funcionarios que lo hubieren practicado y de aquel que lo hubiere ordenado.

Agrega que, de la realización de esta diligencia, se deberá informar inmediatamente al fiscal del ministerio público, haciéndose entrega de copia del certificado mencionado en el inciso anterior. Sanciona la infracción a las obligaciones establecidas en este artículo con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.

El Senado reparó esta norma por ser inconstitucional, porque la reforma que incorporó el artículo 80 A a la Carta Fundamental es posterior y exige autorización judicial cuando se afecten derechos.

Por ello, resolvió buscar una solución similar a la del artículo anterior, distinguiendo si el propietario o encargado diere su autorización, en cuyo caso la diligencia se practica de inmediato, o si no lo hiciere, caso en el cual la policía informará al fiscal, a objeto de que recabe la respectiva autorización judicial.

Sin perjuicio de ello, la policía entre tanto adoptará las medidas tendientes a evitar la posible fuga del imputado.

Suprimió las reglas sobre la forma de efectuar el registro y la entrega de un certificado, porque se trasladaron al artículo anterior. 

Eliminó también el inciso final, porque estimó que la descripción de la conducta punible era insuficiente, y juzgó impropio crear una figura delictiva en un Código de orden procesal, de modo que dejó pendiente su revisión para cuando estudie el proyecto de ley que establece diversas normas adecuatorias a la reforma procesal penal.

Por último, incorporó un inciso final que permite a la policía dar protección a la víctima en casos en que la inmediatez de la ayuda sea esencial para su eficacia. Para esto, dispuso que no se requerirá la orden judicial previa para la entrada y registro cuando, por las llamadas de auxilio de personas que se encontraren en el interior u otros signos evidentes, apareciere que en el recinto cerrado se estuviere cometiendo actualmente un delito.

Se recomienda rechazar este artículo con el propósito de poder establecer que la autoridad policial no requerirá orden judicial previa, para entrar, sin autorización del dueño o encargado a un lugar cerrado y registrarlo, cuando llamadas de auxilio de personas que se encuentren en su interior u otras demostraciones, indiquen que en el recinto se estuviere cometiendo actualmente un delito.

Artículo 291

Ha pasado a ser artículo 250.

Contempla la posibilidad de que el juez de control, a petición del fiscal del ministerio público, ordene que cualquier empresa de telégrafos o cables, o de otros sistemas de comunicación semejantes, facilite copias de los telegramas, cablegramas o comunicaciones transmitidos o recibidos por ellas. Del mismo modo, podrá ordenar la entrega de las versiones que existieren de las transmisiones por radio o televisión.

El Senado reemplazó esta norma con el fin de precisar que el juez se limita a autorizar la actuación, simplificando la redacción, para hacer referencia en forma genérica a las empresas de comunicaciones y a las copias de comunicaciones, para evitar una enumeración de ellas que pudiere provocar omisiones. 

En la frase final incorporó también una alusión a otros medios de comunicación, por la misma razón.

Se recomienda rechazar esta disposición, con el fin de insistir en la norma aprobada por la Corporación, en orden a que sea el juez de garantía el que, a petición del fiscal, ordene, a cualquier empresa de comunicaciones, que exhiba los registros de las comunicaciones del imputado o terceros y a toda empresa la entrega de las versiones que existieren en su poder de transmisiones radiales, televisivas o de otros medios.

Artículo 292

Ha pasado a ser artículo 251.

Enuncia los objetos y documentos no sometidos a incautación, y las condiciones en que se les protege legalmente.

Se propone rechazar esta norma con el objeto de modificar su letra a), con el fin de excluir de la incautación a las comunicaciones entre el imputado y las personas que pudieren abstenerse de declarar como testigos en razón de parentesco o secreto profesional.

Tanto en el texto de la Cámara como en el del Senado se habla de "secreto particular".

Artículo 253, nuevo

El Senado ha repuesto las normas sobre interceptación telefónica que consultaba el Mensaje y que fueron suprimidas por la Cámara de Diputados.

Considera que determinados delitos, por su complejidad o gravedad pueden ver seriamente dificultada su investigación al no contar con la posibilidad de adoptar esta medida.

Fue de opinión de que la lógica de la interceptación telefónica no difiere en lo sustancial de la retención e incautación de correspondencia que regula el artículo 290 y que, por lo demás, el artículo 19, Nº 5, de la Constitución Política, que consagra la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, permite que la ley determine la forma en que pueden interceptarse, abrirse o registrarse.

Estimó, sin embargo, excesivo permitir la interceptación en cualquier delito que mereciere pena aflictiva, según lo disponía el Mensaje, por lo que elevó la exigencia a que el delito investigado mereciere pena de crimen, con lo cual se asegura su procedencia sólo respecto de los delitos de mayor gravedad.

Este artículo en particular, señala que, cuando existieren fundadas sospechas, basadas en hechos determinados, de que una persona hubiere cometido o participado en la preparación o comisión, o que ella preparare actualmente la comisión o participación en un hecho punible que mereciere pena de crimen, y la investigación lo hiciere imprescindible, el juez de garantía, a petición del ministerio público, podrá ordenar la interceptación y grabación de sus comunicaciones telefónicas o de otras formas de telecomunicación.

Esta orden sólo podrá afectar al imputado o a personas respecto de las cuales existieren sospechas fundadas, basadas en hechos determinados, de que ellas sirven de intermediarias de dichas comunicaciones y, asimismo, de aquellas que facilitaren sus medios de comunicación al imputado o sus intermediarios.

La orden que dispusiere la interceptación y grabación deberá indicar circunstanciadamente el nombre y dirección del afectado por la medida y señalar la forma de la interceptación y la duración de la misma, que no podrá exceder de sesenta días. Permite al juez prorrogar este plazo por períodos de hasta igual duración, para lo cual deberá examinar cada vez la concurrencia de los requisitos previstos en los incisos precedentes.

Agrega que las empresas telefónicas y de telecomunicaciones deberán otorgar a los funcionarios encargados de la diligencia las facilidades necesarias para llevarla a cabo. La negativa o entorpecimiento a la práctica de la medida de interceptación y grabación será constitutiva del delito de desacato. Asimismo, los encargados de realizar la diligencia y los empleados de las empresas mencionadas en este inciso deberán guardar secreto acerca de la misma, salvo que se les citare como testigos al procedimiento.

Si las sospechas tenidas en consideración para ordenar la medida se disiparen o hubiere transcurrido el plazo de duración fijado para la misma, ella deberá ser interrumpida inmediatamente.

Se propone rechazar este artículo, con el fin de incorporar en él una norma que asegure que no se podrán interceptar bajo ninguna circunstancia las comunicaciones entre el imputado y su abogado, a menos que el juez de garantía lo ordenare por estimar fundadamente, en base a antecedentes de los que dejará constancia en la respectiva resolución, que en los hechos investigados el abogado tuviere o pudiere tener responsabilidad penal.

Artículo 274, nuevo

Regula los efectos penales del acuerdo reparatorio, indicando que el tribunal, junto con aprobar el acuerdo reparatorio, dictará sobreseimiento total o parcial, con lo que se extinguirá total o parcialmente la responsabilidad penal del imputado que lo hubiere celebrado.

Dejó constancia de que, por tanto, la falta de ejecución del acuerdo no hace revivir la acción penal, la cual ya se extinguió, lo que se estimó innecesario señalarlo en la ley por tratarse de una resolución, la que aprueba el acuerdo, que se encontrará firme.

Se propone rechazar esta disposición, para regular los efectos civiles del acuerdo reparatorio, de modo tal que ejecutoriada la resolución que preste aprobación judicial al acuerdo reparatorio, podrá solicitarse su cumplimiento ante el juez de garantía con arreglo a lo establecido en los artículos 1233 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

El acuerdo reparatorio no podrá ser dejado sin efecto por ninguna acción civil.

Artículo 317

Ha pasado a ser artículo 278.

Fija el plazo para declarar el cierre de la investigación, indicando que, desde la fecha de la formalización de la instrucción, el fiscal del ministerio público contará con un plazo de dos años para declarar el cierre de la investigación. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere producido esta declaración, el imputado podrá solicitar del juez que decrete el cierre de la investigación.

Si el fiscal del ministerio público no acusare oportunamente de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 318, el juez deberá decretar el sobreseimiento definitivo o temporal, según corresponda, citando a las partes a la audiencia a que se refiere el artículo 319. 

El plazo previsto en este artículo se suspenderá cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento o se decretare sobreseimiento temporal en conformidad a lo previsto en las letras b), c) y d) del artículo 322.

El Senado ha reemplazado este precepto, manteniendo el plazo fijado para el cierre de la investigación, al término del cual el imputado podrá solicitar al juez que aperciba al fiscal a que declare el cierre de la investigación.

El juez citará a una audiencia, en la cual el fiscal podrá solicitar ampliar el plazo hasta por otros dos años cuando le pareciere necesario, de acuerdo al mérito de los antecedentes que se le presenten, o bien allanarse al cierre de la investigación. El juez puede acoger o rechazar la solicitud o fijar un plazo inferior al solicitado. Si el fiscal se allanare al cierre deberá deducir acusación dentro de los diez días siguientes. De lo contrario, el juez decretará el sobreseimiento de la causa.

Se propone rechazar este artículo para reformularlo y disponer que transcurrido el plazo de dos años desde la fecha en que la investigación hubiere sido formalizada, el fiscal deberá proceder a cerrarla.

Si el fiscal no declarara cerrada la investigación en el plazo señalado, el imputado o el querellante podrán solicitar al juez apercibir al fiscal, para que proceda a tal cierre.

Para estos efectos el juez citará a los intervinientes a una audiencia y si el fiscal no compareciere a la audiencia o si compareciendo, se negare a declarar cerrada la investigación, el juez decretará el sobreseimiento de la causa. Esta resolución será apelable.

Si el fiscal se allanare a la solicitud de cierre de la investigación, deberá formular en la audiencia la declaración en tal sentido y tendrá el plazo de diez días para deducir acusación.

Transcurrido este plazo sin que se hubiere deducido la acusación, el juez, de oficio o a petición de alguno de los intervinientes citará a la audiencia prevista en el artículo 280 y dictará sobreseimiento en la causa.

El plazo de dos años previsto en este artículo se suspenderá cuando se dispusiere la suspensión condicional del procedimiento o se decretare sobreseimiento temporal en conformidad a lo previsto en el artículo 283. 

Artículo 320

Ha pasado a ser artículo 281.

Contempla los casos en que el juez de control de la instrucción decretará el sobreseimiento definitivo: cuando el hecho investigado no fuere constitutivo de delito; cuando apareciere claramente establecida la inocencia del imputado; cuando el imputado estuviere exento de responsabilidad criminal en conformidad al artículo 10 del Código Penal o en virtud de otra disposición legal; cuando se hubiere extinguido la responsabilidad penal del imputado por algunos de los motivos establecidos en los números 1º, 3º, 5º y 6º del artículo 93 del mismo Código; cuando sobreviniere un hecho que, con arreglo a la ley, ponga fin a dicha responsabilidad; cuando el hecho de que se trate hubiere sido materia de un procedimiento penal en el que hubiere recaído sentencia firme respecto del imputado, y cuando los antecedentes reunidos durante la investigación no fueren suficientes para fundar una acusación y se encontrare vencido el plazo del artículo 317, o no existiere, razonablemente, la posibilidad del surgimiento de nuevos antecedentes que permitan lograr el esclarecimiento de los hechos investigados.

Agrega que el juez no podrá dictar sobreseimiento definitivo respecto de los delitos que, conforme a los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, sean imprescriptibles o que no puedan ser amnistiados, salvo en los casos de los números 1º y 2º del artículo 93 del Código Penal.

El Senado, al reemplazar este precepto, optó por no hacer referencia a normas específicas del Código Penal, relacionadas con la extinción de la responsabilidad penal, sino en general a los motivos establecidos en la ley, considerando que hay otras causas legales de extinción de la responsabilidad penal, como es el caso de los acuerdos reparatorios que regula este mismo Código.

Suprimió, además, la última causal de sobreseimiento, fundada en que los antecedentes reunidos durante la investigación no fueren suficientes para fundar una acusación y se encontrare vencido el plazo para hacerlo, o no existiere, razonablemente, la posibilidad del surgimiento de nuevos antecedentes que permitan establecer el esclarecimiento de los hechos investigados, por cuanto involucra un juicio de valor acerca del mérito de la investigación que le corresponde hacer al fiscal, y no al juez.

Lo mismo hizo con el inciso final, que no fue consultado en la nueva disposición.

Se propone rechazar el artículo para reponer la idea contenida en su inciso final, de modo tal que el juez no pueda dictar sobreseimiento definitivo respecto de los delitos que conforme a los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, sean imprescriptibles o no puedan ser amnistiados, salvo en los casos de los números 1º y 2º del artículo 93 del Código Penal.

Artículo 338

Ha pasado a ser artículo 301.

Contempla la posibilidad de corrección de vicios formales en la audiencia de preparación del juicio oral, al señalar que, cuando el juez considerare que la acusación fiscal, la particular o la demanda civil adolecen de vicios formales, ordenará que se subsanen los mismos sin suspender la audiencia, si ello fuere posible. En caso contrario, ordenará la suspensión de la misma por el período necesario para la corrección del procedimiento, el que en ningún caso podrá exceder de cinco días.

El Senado lo ha reemplazado para dejar constancia que la corrección puede ser solicitada por los intervinientes o decretada de oficio por el tribunal.

No obstante concordar con el fondo de la propuesta, observó que no se contemplan los efectos que produce la falta de corrección de los vicios dentro del plazo que el juez señalare. 

En este sentido, resolvió que, si la acusación del querellante o la demanda civil no fueren rectificadas en el plazo que diere el tribunal, se tendrán por no presentadas; si no lo fuere la acusación fiscal, el tribunal lo pondrá en conocimiento del fiscal regional, pudiendo conceder una prórroga hasta por otros cinco días, al término de los cuales, si no hubieren sido subsanados, el juez sobreseerá definitivamente la causa.

En caso contrario, ordenará la suspensión de la misma por el período necesario para la corrección del procedimiento, el que en ningún caso podrá exceder de cinco días. Transcurrido este plazo, si la acusación del querellante o la demanda civil no hubieren sido rectificadas, se tendrán por no presentadas; si no lo hubiere sido la acusación del fiscal a petición de éste, el juez podrá conceder una prórroga hasta por otros cinco días, sin perjuicio de informar al fiscal regional. Si el ministerio público no subsanare oportunamente los vicios, el juez procederá a decretar el sobreseimiento de la causa, a menos que existiere querellante particular, que hubiere deducido acusación o se hubiere adherido a la del fiscal. 

El procedimiento continuará sólo con la acusación o adhesión de dicho querellante y el ministerio público no podrá volver a intervenir.

La falta oportuna de corrección de los vicios de su acusación importará, para todos los efectos, una grave infracción a los deberes del fiscal.

Se propone el rechazo de esta disposición, con el objeto de mejorar su redacción, para que cuando el juez considerare que la acusación del fiscal, la del querellante o la demanda civil, adolecieren de vicios formales, ordene que los mismos sean subsanados, sin suspender la audiencia, si ello fuere posible.

Artículo 343

Ha pasado a ser artículo 310.

Establece que el tribunal conservará en su archivo los registros de la instrucción, devolverá a los intervinientes en el procedimiento los documentos que hubieren acompañado y remitirá al tribunal del juicio oral sólo aquellas actuaciones que pudieren ser incorporadas al debate por medio de su lectura.

El Senado observó que no queda claro a qué registros se refiere la disposición, sobre todo si se tiene en cuenta que el tribunal del juicio oral solamente puede considerar los antecedentes que se presenten en el juicio oral y no los que se hayan reunido en la investigación. 

Estimó que esta norma debe ser coherente con lo aprobado en el artículo 341, en orden a que no se podrían incorporar los antecedentes de la prueba ilícita, por ejemplo, y con el hecho de que hay una gran cantidad de antecedentes de la investigación que no tienen importancia en el juicio oral, como la tramitación de medidas cautelares.

Concluyó que los antecedentes que el tribunal devuelve son los que hayan acompañado los intervinientes y que no se precisaren en el juicio oral. Por ello, suprimió la referencia a la conservación de sus propios registros. En cuanto a los registros de la investigación que deben acompañarse al juicio oral, dejó constancia que no necesariamente deben tener un soporte de papel, para darle cabida a todos los modernos sistemas electrónicos de registro o de otra índole que pudieran surgir en el futuro.

Se propone rechazar esta disposición para estudiarla conjuntamente con la normativa sobre registro de las actuaciones del juicio oral.

Artículo 353

Ha pasado a ser artículo 320.

Establece el principio de publicidad de la audiencia del juicio oral al señalar que la audiencia del juicio oral será pública, pero el tribunal podrá disponer, a petición de parte y por resolución fundada, una o más medidas restrictivas, cuando considerare que ellas resultan necesarias para proteger la intimidad, el honor o la seguridad de cualquier persona que debiere tomar parte en el juicio o para evitar la divulgación de un secreto protegido por la ley. Estas medidas son impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas de la sala donde se efectuare la audiencia; impedir el acceso del público en general u ordenar su salida para la práctica de pruebas específicas, y prohibir a los intervinientes y sus defensores entregar información o formular declaraciones a los medios de comunicación social durante el desarrollo del juicio. 

Agrega que no se podrán tomar fotografías ni hacer filmaciones de la audiencia por parte de medios de comunicación social. Tampoco podrá transmitirse su desarrollo por vía radial o televisiva. No obstante, el tribunal podrá autorizarlo, cuando considere que ello contribuye a la adecuada información del público y siempre que estén de acuerdo en ello todos los intervinientes presentes en el juicio.

En el Senado se debatió largamente esta norma, buscando la forma de equilibrar el derecho de la ciudadanía a estar informada, con la privacidad y seguridad de quienes toman parte en la audiencia.

Acordó, en principio, que se pueda filmar o transmitir algunas partes de la audiencia sin restricciones, si los intervinientes están de acuerdo. Si alguno se opone, deberá decidir el tribunal, y, si tanto el fiscal como el defensor se oponen, la restricción debe ser absoluta. Sin perjuicio de esto, le pareció necesario entregar al tribunal la facultad de regular tanto la presencia del público como de los medios de comunicación social, en atención a motivos de orden y de la realización de pruebas específicas.

En cuanto a la prohibición a los intervinientes y sus defensores de entregar información y formular declaraciones a los medios de comunicación social, se estimó conveniente regularlo en una norma aparte, porque obedece a una razón distinta. No apunta a guardar reserva, porque el juicio es público, sino a evitar que alguno de los intervinientes pueda manipular las decisiones judiciales presionando a través de la opinión pública para sacar ventaja respecto de sus contrincantes. 

Se acordó por ello regularlo en un artículo separado, que lleva el número 321.

Por existir dudas razonables acerca del grado de publicidad de la audiencia del juicio oral, se propone rechazar este artículo, para resolver en definitiva en tema en la Comisión Mixta.

Artículo 321 nuevo

Prohíbe a los fiscales y demás intervinientes y sus abogados, entregar información o formular declaraciones a los medios de comunicación social durante el desarrollo del juicio.

Se propone rechazar esta disposición, por su abierta contradicción con las libertades de opinión y de información.

Artículo 363

Ha pasado a ser artículo 330.

Establece el orden de recepción de las pruebas en la audiencia del juicio oral, indicando que, después de la declaración del acusado, el presidente del tribunal dispondrá la recepción de las pruebas de acuerdo al orden siguiente: peritos, testigos, documentos, objetos y otros medios, inspección personal y reconstitución de escena.

El tribunal podrá alterar el orden precedente cuando lo estimare necesario para el adecuado desarrollo de la audiencia.

El Senado reemplazó esta norma por considerarla excesivamente rígida, porque el tribunal debe tener facultades para alterar el orden, si estima que ello producirá una mejor comprensión de los hechos. En todo caso, estuvo de acuerdo en que quien debe presentar su prueba en primer lugar es el fiscal, ya que sobre él recae la carga de la prueba de su acusación, y posteriormente la defensa, para tratar de desvirtuar la prueba del fiscal.

Resolvió que la regla general será que primero se rinda la prueba fiscal, pero, a petición del acusado, se podrá intercalar prueba de la defensa aun cuando la del fiscal no hubiere concluido, sin perjuicio de la facultad del tribunal de alterar el orden de los medios de prueba cuando lo estimare necesario.

Suprimió, por otra parte, la referencia a la inspección personal y a la reconstitución de escena, en virtud de los acuerdos adoptados previamente por la Comisión.

Se propone rechazar esta norma con el objeto de establecer un mayor grado de flexibilidad en la rendición de la prueba, de manera tal que después de la declaración del acusado, el presidente de la sala dispondrá que se produzca la prueba ofrecida para acreditar los hechos y peticiones de la acusación y de la demanda civil y luego los de la contestación de la demanda y de la defensa. Cada parte determinará el orden en que rendirá su prueba.

Artículos 364 y 365

Han pasado a ser artículo 331.

. El artículo 364 señala que los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmente durante la audiencia. Su declaración personal no podrá ser sustituida por la lectura de registros en que constaren anteriores declaraciones o de otros documentos que las contuvieren.

El presidente del tribunal identificará al perito o testigo y ordenará que preste juramento o promesa de decir verdad. 

Los peritos y testigos declararán uno a uno, comenzando por los citados a solicitud de las partes acusadoras, continuando con los solicitados por el acusado y terminando con los de las partes civiles, si los hubiere.

En el caso de los testigos, las partes podrán realizar preguntas destinadas a examinar su imparcialidad y, a continuación, se les dará la oportunidad de informar libremente sobre su conocimiento de los hechos. Los peritos deberán exponer brevemente el contenido y las conclusiones de su informe.

Finalizada la exposición del perito o la declaración del testigo, el tribunal permitirá a las partes que lo interroguen directamente, comenzando por aquella que hubiere solicitado su informe o declaración, o la que lo hubiere hecho en primer lugar. Por último, los miembros del tribunal podrán formular preguntas al testigo o perito con el fin de aclarar sus dichos.

Antes de declarar, los peritos y los testigos no podrán comunicarse entre sí, ni ver, oír o ser informados de lo que ocurriere en la audiencia.

El artículo 365, por su parte, permite complementar la prueba de oficio en la audiencia del juicio oral. Si lo estimare necesario, el tribunal podrá ordenar una declaración complementaria de testigos o peritos que ya hubieren declarado, o también podrá disponer confrontaciones entre testigos, entre un testigo y el acusado o entre coacusados.

El Senado refundió estos dos artículos.

Resolvió incorporar una referencia a las excepciones que contemplan los artículos 367 al 369 en los que, bajo determinadas circunstancias, se permite la inclusión de prueba obtenida con anterioridad.

Modificó la referencia al presidente del tribunal por la del juez presidente de la sala.

Suprimió el inciso tercero, habida consideración del acuerdo adoptado al tratar el artículo anterior, que otorga libertad al tribunal para alterar el orden de rendición de la prueba.

Acordó también suprimir la primera parte del inciso cuarto, en consideración a que la posibilidad de que los testigos sean interrogados para determinar su imparcialidad y credibilidad ya está contemplada en las normas generales que regulan la prueba testimonial. En cuanto a la segunda parte, se acordó refundirla con el inciso segundo, que se refiere a la misma materia.

En el inciso quinto precisó, en la última oración, que el tribunal puede ordenar una declaración complementaria del testigo o perito que ya hubiere declarado.

Respecto de las preguntas que puede formular el tribunal al testigo o perito, dejó constancia que no pueden referirse a hechos no comprendidos en su declaración, sino que tienen por objeto solamente aclarar pasajes oscuros o contradictorios de la misma.

En este punto, evaluó la facultad que se confiere al tribunal en el artículo 365 para ordenar una declaración complementaria de testigos o peritos y para disponer careos.

Si bien se apuntó, por un lado, que esta facultad incitaría a los jueces a transformarse en investigadores, se razonó que debía preverse la eventualidad de que los planteamientos de los abogados no sean completos y no pareció conveniente forzar a los jueces a pronunciarse, a sabiendas que podrían aclarar sus dudas interrogando al testigo o perito.

Resolvió, en consecuencia, mantener la posibilidad, sea de oficio o a petición de las partes, de citar a los testigos y peritos para complementar sus declaraciones anteriores, especialmente a la luz de otras declaraciones y pruebas que pudieren contradecirlos.

Al efecto, trasladó la primera parte de la norma al inciso final del artículo anterior, y eliminó la parte referida a los careos.

Se propone rechazar esta disposición, con el objeto de que los peritos y testigos deban ser interrogados personalmente durante la audiencia. Su declaración personal no podrá ser sustituida por la lectura de los registros en que constaren anteriores declaraciones o de otros documentos que las contuvieren, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 333 y 334. 

El presidente de la sala identificará al perito o testigo y ordenará que preste juramento o promesa de decir la verdad.

La declaración de los testigos se sujetará al interrogatorio de la parte que los presente y, luego, el presidente autorizará a las partes restantes, para contrainterrogarlos. Los peritos deberán exponer brevemente el contenido y las conclusiones de su informe y a continuación se autorizará que lo interrogue la parte que lo presentó y lo contrainterroguen las demás. Finalmente, los miembros del tribunal podrán formular preguntas al testigo o perito, con el fin de aclarar sus dichos. A solicitud de alguna de las partes, el tribunal podrá autorizar un nuevo interrogatorio de los testigos o peritos que ya hubieren declarado en la audiencia.

Artículo 373

Ha pasado a ser artículo 338.

Señala que el tribunal podrá ordenar la recepción de pruebas que no hubieren sido solicitadas por las partes en forma oportuna, cuando ellas justificaren no haber sabido de su existencia sino hasta ese momento, salvo en lo previsto en el artículo 341, inciso segundo.

Establece una excepción señalando que el tribunal, por una sola vez, podrá ordenar, de oficio y por unanimidad, la presentación de pruebas de las señaladas en el inciso anterior, cuando lo considerare indispensable para el esclarecimiento de los hechos.

El tribunal no podrá suspender el juicio por más de cinco días para hacer uso de las facultades previstas en este artículo, transcurrido el cual lo continuará y concluirá aun sin la prueba ordenada.

El Senado sustituyó esta norma teniendo presente que su objetivo es minimizar las posibilidades de que un imputado se quede sin prueba por una defensa negligente, aunque para mantener el principio de igualdad ante la ley, se hizo extensiva a las demás partes.

Por tratarse de una regla de excepción, ella debe ser aprobada por la unanimidad del tribunal. 

Dejó constancia, sin embargo, que la jurisprudencia deberá aplicarla en sentido estricto, debiendo probar el interesado que no tuvo conocimiento de su existencia.

Decidió suprimir la referencia a la prueba que hubiese sido rechazada por el tribunal, porque no dice relación con esta norma, ya que sí fue conocida por las partes, sólo que no puede ser utilizada. Estimó, además, que su mantención podría interpretarse, erróneamente, en el sentido que la prueba rechazada puede presentarse nuevamente en el juicio oral.

Se propone rechazar esta disposición, para establecer en su reemplazo que a petición de las partes, el tribunal, por una sola vez, podrá ordenar la recepción de pruebas no ofrecidas oportunamente, cuando el solicitante justificare no haber conocido antes de su existencia y la unanimidad de los jueces estimare que la prueba ofrecida es indispensable para el esclarecimiento de los hechos.

Artículo 375

Ha pasado a ser artículo 41.

El artículo 375 contempla la forma de registrar lo acontecido en la audiencia del juicio oral.

Establece que se deberá hacer un registro de lo ocurrido en la audiencia, por cualquier medio apto para producir fe, el que deberá contener: la indicación precisa de corresponder a un juicio oral, señalando el nombre de los integrantes del tribunal ante el cual se hubiere celebrado éste; la fecha, la hora, y el lugar en que se hubiere llevado a efecto la audiencia; la mención de las citaciones que se hubieren expedido para llevarla a cabo; la individualización de las personas que hubieren intervenido en la misma; en su caso, el motivo de inasistencia de quienes hubieren tenido la obligación de asistir; la indicación de las diligencias realizadas y sus resultados; las declaraciones recibidas; si éstas hubieren sido prestadas espontáneamente o a requerimiento; la firma de los miembros del tribunal y de los funcionarios que hubieren elaborado el registro, y las observaciones que las partes hubieren requerido. Termina manifestando que no se reproducirá en el registro el texto de los documentos que se adjuntaren a ella.

El Senado sustituyó este artículo, con el fin de establecer que el registro debe ser íntegro. 

Consecuentemente, se limitó a consignar esta circunstancia, en lugar de la enumeración de hechos prevista en el artículo 375, que podría suscitar considerables dificultades en su aplicación, ya que comprende incluso menciones administrativas que simplemente persiguen facilitar la determinación de su contenido, lo que podrá ser objeto de las instrucciones generales que reglamenten estas disposiciones.

Se propone rechazar esta disposición, con el fin de evitar la escrituración total de lo actuado.

De esta forma, el juicio oral deberá ser registrado en forma íntegra, por cualquier modo que asegure fidelidad. Se prohíbe, sin embargo, su escrituración. 

Artículo 379

Ha pasado a ser artículo 341.

Señala que, inmediatamente después de clausurado el debate, sin suspender la audiencia, los jueces que hubieren asistido a él pasarán a deliberar en privado, por el tiempo que estimen necesario. Los acuerdos del tribunal del juicio oral se regirán, en lo que no resultare contrario a las normas de este Código, por lo dispuesto en el párrafo 2º del Título V del Código Orgánico de Tribunales.

El Senado estimó innecesaria la referencia a la suspensión de la audiencia, porque esta materia se resolvió al establecerse que la deliberación de los jueces forma parte integrante de la audiencia. Por tal motivo, decidió suprimir la referencia.

Estimó, asimismo, que, a fin de no inducir a error con los jueces alternos, era conveniente hacer referencia a los miembros del tribunal, en lugar de los jueces que hubiesen asistido, para enfatizar que quienes deliberan y fallan son los tres miembros de la sala, no los alternos.

Asimismo, suprimió la segunda oración, porque esta materia ya está regulada en el Código Orgánico de Tribunales, en virtud de la ley Nº 19.665.

Se propone rechazar esta disposición, con el objeto de establecer que inmediatamente después de clausurado el debate, los miembros del tribunal que hubieren asistido a él pasarán a deliberar en privado.

Artículo 380

Ha pasado a ser artículo 342.

Establece que nadie podrá ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgue hubiere adquirido la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley.

El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral.

El Senado estuvo de acuerdo en que no es preciso que sea absoluta la convicción a que debe llegar el tribunal. Basta que sea suficiente, calificativo que acordó agregar.

Precisó también que la convicción que debe adquirir el tribunal es de que se ha cometido el hecho punible objeto de la acusación.

Incorporó un inciso final, en cuya virtud se prohíbe condenar a una persona con el solo mérito de su propia declaración.

Se propone rechazar este artículo, con el fin de poder establecer que nadie podrá ser condenado por delito, sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubiere cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley.

El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral.

No se podrá condenar a una persona con el solo mérito de su propia declaración. 

Artículo 384

Ha pasado a ser artículo 345.

Se refiere a la decisión sobre la absolución o la condena, a continuación de la deliberación privada. Los jueces deben volver a la sala de audiencia y comunicar su decisión de absolución o condena. En esa misma ocasión, el presidente del tribunal fijará la fecha de la audiencia en que se dará lectura a la sentencia.

El Senado ha reemplazado esta disposición, posponiendo la decisión del tribunal sobre la absolución o la condena hasta la audiencia en que se dé cuenta del fallo.

Se propone rechazar este artículo para restablecer la norma que fija la oportunidad en que el tribunal debe pronunciarse sobre la absolución y la condena y para señalar que, excepcionalmente, cuando la audiencia del juicio se hubiere prolongado por más de dos días y la complejidad del caso no permitiere pronunciar la decisión inmediatamente, el tribunal podrá prolongar su deliberación hasta por 24 horas, hecho que será dado a conocer a los intervinientes, en la misma audiencia, fijándose de inmediato la oportunidad en que la decisión les será comunicada.

Artículo 385

Ha pasado a ser artículo 347.

Prevé que, en el caso de condena, al citar a la audiencia de lectura de la sentencia, el tribunal podrá disponer la incorporación de antecedentes relevantes para la determinación de la pena.

El Senado coincidió en que las circunstancias modificatorias de responsabilidad deben plantearse en el juicio oral, puesto que de lo contrario se corre el serio peligro de abrir un nuevo juicio. Ello, además, incentivará a que la defensa se plantee en términos reales, por lo que acordó restringir la posibilidad de citar a una nueva audiencia, solamente al caso en que el tribunal lo considere necesario y, únicamente, para recibir los antecedentes que el tribunal señalare determinadamente, los que en ningún caso pueden incluir testigos o peritos.

Quiso con ello obligar a una defensa verdadera, más ajustada a los hechos, porque si se permite alegar las circunstancias modificatorias para después del juicio, las defensas tenderán a alegar siempre inocencia y después del juicio querrán plantear las atenuantes. Para enfatizar esta idea prefirió hablar de "factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena", a fin de excluir expresamente las circunstancias modificatorias de la responsabilidad.

Coincidió también en que estos factores no son los que estimen las partes, sino que el mismo tribunal debe determinar cuáles son aquellos que necesita aclarar para determinar la pena y su cumplimiento, y sólo sobre ellos recibirá antecedentes.

En definitiva, se aprobó la norma señalando que, pronunciada la decisión de condena, el tribunal podrá, si lo considera necesario, citar a una audiencia con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena que el tribunal señalará, lo que no afectará los plazos para dar a conocer la sentencia.

Se propone rechazar este artículo con la finalidad de que, pronunciada la decisión de condena, el tribunal pueda, si lo considerare necesario, citar a una audiencia con el fin de abrir debate sobre los factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena que el tribunal señalará. En todo caso, la realización de esta audiencia no alterará los plazos adicionales previstos en el artículo anterior.

Además, si el acusado hubiere reconocido su participación en los hechos verazmente ante el tribunal, éste impondrá la pena en su mínimo y, atendidas las circunstancias, podrá incluso rebajarla al grado inferior.

Artículo 387

Ha pasado a ser artículo 349 y 351.

Señala que, en caso de sentencia absolutoria en el juicio oral, el tribunal se pronunciará sobre la demanda civil válidamente interpuesta, fijando, en su caso, el monto de las indemnizaciones que correspondieren.

Añade que el tribunal ordenará cancelar las fianzas y, en su caso, las medidas decretadas en conformidad al Título VI del Libro Primero.

En atención a que esta norma regula dos materias diferentes, el Senado acordó dividirlo en dos.

El artículo 349 dispone que, en caso de absolución, debe dejarse sin efecto cualquier medida cautelar personal decretada ordenando que se tome nota del alzamiento en todo índice o registro público y policial en el que constaren, y se ordenará también la cancelación de las garantías de comparecencia que se hubieren otorgado.

El artículo 351 zanja un tema que ha quedado entregado a la jurisprudencia, cual es que la absolución penal no impide acoger la demanda civil, porque es distinto el grado de culpa que se requiere en uno y otro caso; incluso, hay situaciones en que habiendo daño civil no hay delito penal.

Dispone, al efecto, que tanto en el caso de sentencia absolutoria como condenatoria, el tribunal de todas formas debe pronunciarse sobre la demanda civil válidamente interpuesta.

Se propone rechazar estos artículos para revisar su redacción acorde con lo resuelto respecto de la interposición de demandas civiles en el juicio oral.

Artículos 395, 407 y 408

Han pasado a ser artículo 360.

Dispone el artículo 395 que las apelaciones y los recursos de casación se verán ante los tribunales que deban conocer de ellos, sin esperar la comparecencia de las partes. En consecuencia, no tendrá aplicación en los recursos de apelación y casación en materia penal lo dispuesto en el artículo 200 del Código de Procedimiento Civil.

El artículo 407 se refiere a la tramitación del recurso de apelación.

El artículo 408 trata de la resolución del recurso de apelación.

En el Senado se debatió extensamente acerca de la necesidad de dar reglas especiales para la tramitación de los recursos, por razones de coherencia con los principios que inspiran el procedimiento penal desarrollado precedentemente en este Código. 

Estimó, por ejemplo, que no resultaría congruente la inmediación del tribunal y la contradictoriedad que inspiran el juicio oral con la aplicación de las actuales normas sobre vista de la causa que se aplican en los tribunales superiores. 

Le preocupó, asimismo, la incidencia que las reglas comunes de suspensión de la vista de la causa podrían tener en el despacho regular de las causas criminales.

Al efecto, aprobó la incorporación de cinco artículos nuevos, numerados 358, 359, 360, 361 y 363.

Los artículos 358 y 359 restringen las posibilidades de suspender la vista de los recursos en las causas criminales, el primero por la causa de falta de integración del tribunal y el segundo por otras causales.

El artículo 360 contempla reglas generales para la vista de los recursos, consagrando la existencia de una audiencia pública, en un marco de mayor desformalización que el habitual. Incluye la materia de que trata el artículo 395, al dar normas sobre la incomparecencia de los recurrentes y de los recurridos a la audiencia, que suponen la exclusión de la carga procesal consistente en hacerse parte del recurso dentro de un plazo determinado.

El artículo 361 se refiere a la posibilidad de rendir prueba en los recursos. 

Por su parte, el artículo 363 declara que, a falta de reglas en este Libro Tercero, se deben aplicar supletoriamente las del juicio oral.

Se propone rechazar el artículo 360 con la finalidad de reestudiar la normativa que contiene, especialmente la relativa a la decisión del tribunal.

Artículo 361, nuevo

Como ya se ha dicho, se refiere a la posibilidad de rendir prueba en los recursos. 

Se propone rechazar esta disposición con el objeto de revisar sus términos.

Artículo 477

Ha pasado a ser artículo 418.

Establece las obligaciones del ministerio público o del querellante, señalando que tan pronto como de los antecedentes del procedimiento aparecieren datos suficientes para la formalización de la instrucción por un crimen o simple delito de acción pública en contra de un diputado o senador, el fiscal del ministerio público remitirá los antecedentes a la Corte de Apelaciones correspondiente, a fin de que, si hallare mérito, haga la declaración de que ha lugar a dicha formalización de la instrucción.

Si se tratare de un delito de acción privada, será el querellante el que deberá ocurrir por escrito ante la Corte de Apelaciones.

El Senado suprimió la referencia a diputados y senadores tanto en el título del epígrafe como en las demás normas del Título, habida consideración de la reforma constitucional que se introdujo por la ley Nº 19.672, que modificó el artículo 30 de la Constitución Política para incorporar el estatuto de los ex Presidentes de la República, entre otras modificaciones, les hizo extensivo el fuero de los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 58. 

En atención a lo señalado optó por referirse a las personas que tengan el fuero del artículo 58 de la Constitución, comprendiéndose en él a los senadores, diputados y ex Presidentes.

Observó una contradicción entre la nomenclatura que emplea la Constitución, que se refiere a la formación de causa, y la del Código, que habla de formalización de la instrucción o investigación.

Entendió que los términos de la norma del artículo 58 de la Constitución condiciona la redacción que pueda darse a la norma en comento, por ello acordó volver a la terminología usada inicialmente en el Mensaje, que hace referencia a la formación de causa entendiéndola en el sentido de que deben existir además de elementos formales, antecedentes serios que permitan suponer que al aforado le hubiere cabido algún grado de participación en los mismos.

Estimó también necesario precisar que lo que se impide es seguir un proceso y no un procedimiento, porque ha entendido en diversas disposiciones que el procedimiento abarca tanto la etapa de investigación como el proceso mismo y lo que la Carta Fundamental impide no es la investigación sino que sea procesado.

Con estos supuestos, consideró que la investigación debe realizarse normalmente, salvo que el fiscal no podrá pedir medidas cautelares restrictivas de libertad respecto del aforado, y que una vez concluida la investigación si el fiscal estimare que tiene antecedentes suficientes como para formular acusación, en ese momento debe remitir los antecedentes a la Corte de Apelaciones para que se pronuncie sobre la formación de causa.

Atendidos los criterios anteriores, reemplazó la norma propuesta, sustituyó la referencia a la instrucción por la investigación, reemplazó también la formalización de la investigación por acusación y la referencia a diputados y senadores por la de las personas que tengan el fuero a que se refiere el artículo 58 de la Constitución, e hizo referencia en la parte final del inciso primero a la formación de causa.

Agregó, además, un nuevo inciso segundo señalando que el fiscal también deberá solicitar la declaración de desafuero si durante la investigación quisiere solicitar la prisión preventiva u otra medida cautelar en contra del aforado.

En el inciso segundo precisó que la ocurrencia del querellante a la Corte de Apelaciones debe efectuarse antes de admitir a tramitación la querella por el juez de garantía.

Se acordó proponer el rechazo de esta disposición, por no compartirse los argumentos que la avalan, en particular, la posibilidad de someter a investigación a un parlamentario sin desafuero.

Artículo 478

El Senado lo ha desglosado en artículos 420 y 421.

Indica que la resolución que declare haber lugar a la formación de causa es apelable para ante la Corte Suprema. Una vez que se hallare firme, será comunicada por la Corte de Apelaciones respectiva a la rama del Congreso Nacional a que perteneciere el imputado.

Se planteó en el Senado que a juicio de algunos autores, deben ser apelables tanto la resolución que rechaza como la que acoge el desafuero, indicándose al efecto que hay texto expreso de la Constitución, en la parte final del inciso segundo del artículo 58, que limita la apelación solamente a la resolución que autoriza el desafuero "declarando haber lugar a formación de causa".

Se agregó que la razón de fondo para conceder la apelación sólo en caso de desafuero, es proteger el funcionamiento de los poderes públicos, y si ya un tribunal superior en pleno ha estimado que no procede dirigir un proceso penal en su contra, no parece razonable extender más el procedimiento. Por lo demás, así lo ha estimado la jurisprudencia de la Corte Suprema a partir del año 1992.

Se propone rechazar las adiciones o enmiendas a este artículo, para revisar el tema de la procedencia de la apelación en caso de rechazo del desafuero.

Artículo 422 nuevo

Precisa los efectos de la resolución que da lugar al desafuero, caso en el cual se seguirá el procedimiento de acuerdo a las reglas generales. 

No obstante, el juez de garantía debe fijar de inmediato la fecha de la audiencia de preparación del juicio oral la que debe efectuarse dentro de los quince días siguientes a la recepción de los antecedentes por el juez de garantía, a su vez, el juicio oral deberá iniciarse dentro de quince días desde la notificación del auto de apertura del juicio oral, salvo que el imputado solicitare los plazos contemplados en las reglas generales para preparar su defensa.

Esta norma obedece a la necesidad de que el plazo durante el cual esté suspendido de sus funciones el desaforado sea el más breve posible, porque como se dijo anteriormente su suspensión afecta el funcionamiento de uno de los Poderes del Estado.

Se propone rechazar esta disposición con el objeto de reestudiar toda la temática relativa al desafuero.

Artículo 481

Ha pasado a ser artículo 423.

Regula los efectos de la resolución que no da lugar a la formalización de la instrucción, indicando que en este caso el fiscal del ministerio público archivará provisionalmente los antecedentes con respecto al diputado o senador favorecido con aquella declaración.

El Senado no compartió la solución de archivo provisional, dado que al aumentar el nivel de exigencia para solicitar el desafuero a la formulación de la acusación, ya la investigación está agotada y no podría reabrirse, por lo que procedería decretar el sobreseimiento definitivo a favor del aforado favorecido con la declaración.

Se propone rechazar esta disposición para insistir en el archivo provisional.

Artículo 486

Ha pasado a ser artículo 427.

Establece la obligación del ministerio público de remitir los antecedentes a la Corte de Apelaciones correspondiente, tan pronto como aparecieren datos suficientes para la formalización de la instrucción por un crimen o simple delito contra un juez o un fiscal del ministerio público, a fin de que, si hallare mérito, haga la declaración de que ha lugar a la formación de causa. 

Tratándose de un delito de acción privada, el querellante deberá ocurrir por escrito ante la Corte de Apelaciones en cuanto el procedimiento se dedujere contra un juez o fiscal.

Aplica en la querella de capítulos el mismo criterio adoptado en el desafuero en lo que dice relación con el momento en que se debe solicitar la declaración de la Corte de Apelaciones que ha lugar a formación de causa.

Así, dispuso que una vez cerrada la investigación si el fiscal estimare que procede formular acusación, remitirá los antecedentes a la Corte de Apelaciones respectiva.

Incorporó dos incisos nuevos. Con el primero señala que en el escrito de querella se especificarán los capítulos de acusación y se indicarán los hechos que constituyeren la infracción de ley cometida por el funcionario capitulado.

Con el segundo inciso se indica que también debe solicitar la declaración de haber lugar a la formación de causa si el fiscal durante la investigación quisiere solicitar prisión preventiva u otra medida cautelar en contra de alguna de las personas señaladas en el artículo 485.

En cuanto al inciso final, se precisó que en los casos de delitos de acción privada, el querellante deberá ocurrir ante la Corte de Apelaciones antes de que sea admitida por el juez de garantía la querella respectiva.

Se propone rechazar este artículo para efectuar un reestudio del mismo, en consonancia con la decisiones que se adopten respecto del desafuero.

Artículo 490

Ha pasado a ser artículo 431.

Regula los efectos de la sentencia que declara inadmisible la querella, señalando que en este caso los fiscales del ministerio público archivarán provisionalmente los antecedentes con respecto al juez o al fiscal favorecido con aquella declaración.

El Senado, al igual que lo aprobó a propósito del desafuero, considera que dado que la investigación está cerrada, si se declaran inadmisibles los capítulos por la Corte, no procede el archivo provisional sino el sobreseimiento definitivo respecto del funcionario favorecido con la declaración.

Precisó que si se tratare de una querella por delito de acción privada, no se admitirá a tramitación la querella y archivará los antecedentes.

Se propone rechazar esta disposición, para estudiarla con su similar respecto del desafuero y así poder adoptar soluciones armónicas.

Artículo 491

Ha pasado a ser artículo 430.

Determina los efectos de la sentencia que declara admisible la querella de capítulos, indicando que el funcionario capitulado quedará suspendido del ejercicio de sus funciones y el procedimiento penal continuará de acuerdo a las reglas generales.

El Senado aclaró el precepto dado que existe la posibilidad de que pudieren declararse admisibles todos o algunos de los capítulos de acusación.

Asimismo, incorporó un inciso segundo de similar tenor al que se incluyó en el desafuero, que determina los plazos en que deben realizarse la audiencia de preparación del juicio oral como la del juicio oral mismo.

Se propone rechazar esta disposición para reestudiarla conjuntamente con su similar en el desafuero.

Artículo 490

Ha pasado a ser artículo 431.

Regula los efectos de la sentencia que declara inadmisible la querella, señalando que en este caso los fiscales del ministerio público archivarán provisionalmente los antecedentes con respecto al juez o al fiscal favorecido con aquella declaración.

Al igual como lo acordó a propósito del desafuero, dado que la investigación está cerrada, si se declaran inadmisibles los capítulos por la Corte, no procede el archivo provisional, sino el sobreseimiento definitivo respecto del funcionario favorecido con la declaración.

Se precisó que si se tratare de una querella por delito de acción privada, no se admitirá a tramitación la querella y archivará los antecedentes.

Se propone el rechazo de esta disposición para reestudiarla conjuntamente con su similar en el desafuero.

Artículo 528

Ha pasado a ser artículo 471.

Determina el destino de las especies decomisadas, indicando que se pondrán a disposición del Fisco, para los efectos establecidos en el artículo 60 del Código Penal. Esta autoridad podrá ordenar la destrucción de las que no tuvieren valor o no fueren utilizables.

Los dineros y otros valores decomisados en favor del Fisco se destinarán a beneficio de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.

Agrega que tratándose de especies corruptibles o perecibles, el tribunal las pondrá a disposición de un martillero para que proceda a su venta directa. Si se decretare el comiso, éste se hará efectivo sobre el producto de la enajenación. En caso contrario, se entregará el producto de la enajenación a quien correspondiere.

El Senado sustituyó esta norma con el objeto de efectuar algunos distingos.

Dejó como inciso primero el actual segundo, con pequeños ajustes, porque es la situación de más fácil resolución.

Le mereció observaciones la referencia al artículo 60 del Código Penal, porque se cita la norma pero se establecen reglas especiales. 

Por ello estimó preferible, en lugar de remitirse a ella, establecer una norma especial al final del artículo, indicando que las demás especies decomisadas, esto es, las que no fueren valores o dineros o no se decrete su destrucción, se pondrán a disposición de la Dirección de Aprovisionamiento del Estado para que proceda a su enajenación en subasta pública, o a destruirlas si carecieren de valor. El producto de la enajenación tendrá el mismo destino que se señala en el inciso primero.

Observó que la norma propuesta no contempla el caso de que sea preciso destruir las especies, aunque fueren utilizables o de gran valor, porque el venderlas o disponer de ellas de otra forma significa contribuir a consumar el delito, como ocurre por ejemplo con especies falsificadas, infracciones a ley de marcas o ley de propiedad intelectual, o a perjudicar a sus legítimos productores.

Por las razones indicadas incluyó un inciso segundo nuevo permitiendo que si el tribunal estimare necesario ordenar la destrucción de las especies, se llevará a cabo bajo la responsabilidad del administrador del tribunal, salvo que se le encomiende a otro organismo público. En todo caso, se registrará la ejecución de la diligencia.

Se recomienda el rechazo de esta disposición para revisarla y precisar el papel que se asigna a la Dirección de Aprovisionamiento del Estado.

IV. DIPUTADO INFORMANTE.

Se designó diputado informante al señor Sergio Elgueta Barrientos.

Sala de la Comisión, a 18 de julio de 2000.

Tratado y aprobado, conforme se consigna en el acta de la sesión de igual fecha, con asistencia de los diputados y diputadas Laura Soto González (Presidenta), Francisco Bartolucci Johnston, Juan Bustos Ramírez, Sergio Elgueta Barrientos, Pía Guzmán Mena, Enrique Krauss Rusque y Zarko Luksic Sandoval.

(Fdo.): ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Abogado Secretario de la Comisión".

